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RESUMEN: En Espaiia la accién publica y privada sobre la ciudad se ha orientado
habitualmente a la expansién urbana, al ensanche, primando la edificacién de nueva
planta sobre la intervencién en la ciudad y la edificacién existente. La regulacién del
deber de conservacién, estrechamente conectada con la ruina de los edificios, que cons-
tituye su limite, ha sido insuficiente para lograr el mantenimiento de la ciudad histérica
en adecuado estado de conservacién. Ademds, salvo en casos concretos, y relativamente
recientes, no se ha afrontado la regulacién o la gestién organizada de la rehabilitacién
y regeneracién urbana, la intervencién global sobre la ciudad existente para recuperar
el tejido urbano en su conjunto. En los Gltimos afos, sin embargo, la crisis parece haber
impuesto una profunda reflexién a este respecto que ha conducido a la aprobacién de
la Ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitacién, regeneracién y renovacién urbanas,
entre ofras normas, que incorpora a nuestro ordenamiento nuevos instrumentos de pla-
nificacién y gestién de la rehabilitacién y la regeneracién urbana.

Palabras clave: deber de conservacién; ruina; rehabilitacién urbana; regeneracién
urbana.
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ABSTRACT: In Spain public and private action on the city has usually focused on
urban expansion, to the «ensanche», giving priority to the building of new plant on the
intervention in the city and the existing building. The regulation of the duty of conserva-
tion, closely connected with the ruin of buildings, which is its limit, has been insufficient
to achieve the maintenance of the historic city in proper condition. In addition, except
in specific cases, and relatively recent, there has not been faced the regulation or the
organised management of rehabilitation and urban regeneration, the global intervention
on the existing city to recover the urban fabric as a whole. In recent years, however,
the crisis appears to have imposed a profound reflection in this regard which has led to
the adoption of the law 8/2013, on June 26, rehabilitation, regeneration and renewal
urban, among other rules, incorporating new instruments of planning and management
of rehabilitation and urban regeneration to our legal system.

Key words: conservation of the buildings; urban improvement; urban renewal; duties
of the owner of a building.

I. LA REHABILITACION, ACCESORIA Y DESESTRUCTURADA

Es lugar comin en nuestro pais la afirmacién de la configuracién de la
legislacién urbanistica, antes estatal y hoy autonémica, como legislacién de
ensanche, como normas impulsoras de un modelo de accién sobre la ciudad
y el territorio que tiende a la expansién, al consumo de suelo, a la extensidn
de la ciudad para atender nuevas necesidades manifestadas en forma de
demanda financiable sin consideracién alguna a la posibilidad de satisfacerlas
con el tejido urbano ya existente. Al abandono por el urbanismo de la ciudad
interior, excepto acaso para operaciones de renovacién urbana que trasladan
a ella los esquemas del ensanche con mayor flexibilidad y expectativa de
aprovechamiento (sobre ellas CERVERA PAscUAL, 2013), se suma una regulacidn
de la rehabilitacién, tanto en su vertiente puramente arquitecténica como en
la integral orientada a lograr la regeneracién de la ciudad existente, caracte-
rizada histéricamente en Espaiia por su fragmentacién, su cardcter accesorio
respecto de ofras politicas y, dada su vinculacién parcial a los planes de
vivienda, por su contingencia.

La rehabilitacién, en el amplio sentido apuntado comprensivo de ciudad y
edificacién, ha sido la gran ausente de la normativa urbanistica hasta fechas
recientes, limitada a una escasa regulacién de las actuaciones de reforma inte-
rior, dirigida fundamentalmente a la intervencién sobre la trama urbana y que
obvia, en general, la intervencién sobre la edificacién existente y el impacto
que la misma puede tener sobre conceptos como aprovechamiento, espacios
libres o urbanizacién. La apuntada deriva histérica de la legislacién urbanistica
espafiola hacia el ensanche supuso el abandono de técnicas operativas para la
reforma interior, bien es cierto que concebidas con objetivos muy distintos de
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los actuales, como la expropiacién por franjas laterales gestionada directamente
o mediante concesién. La ausencia de instrumentos urbanisticos operativos diri-
gidos a favorecer y canalizar la rehabilitacién de la ciudad o su renovacién,
més alld de los planes especiales introducidos en la normativa estatal de los
setenta, no ha impedido que de la legislacién y el planeamiento urbanistico se
derivasen auténticas obligaciones de rehabilitacién, habitualmente proyectadas
sobre concretos edificios o, a lo sumo, entornos y basadas en las determina-
ciones resultantes de los catdlogos o en la regulacién, cada vez mas amplia y
ambiciosa cualitativa y cuantitativamente, del deber de conservacion.

A la imprecisién de la normativa urbanistica se une tradicionalmente su
falta de conexién con la normativa sobre propiedad horizontal, siendo que
serd tal régimen juridico el ordinariamente aplicable en la gran mayoria de
intervenciones que se realicen sobre entornos urbanos o barrios de ciudades
de una minima entidad. Y tampoco la normativa fiscal favorecia este tipo de
procesos, al orientarse la prdctica totalidad del gasto fiscal en el dmbito de
las politicas de vivienda a favorecer el acceso a la vivienda en propiedad y,
a la postre, la promocién de vivienda de nueva construccién para venta o,
tan sélo ocasionalmente, el alquiler. El corolario de esta situacién venia consti-
tuido por unos planes de vivienda contingentes, mucho més que los complejos
procesos de regeneracién urbana, que vienen incorporando subvenciones y
sistemas de financiacién a la rehabilitacién que abarcan tanto la rehabilitacién
aislada, de cuestionable eficacia y alcance para la recuperacién sistemdtica
de la ciudad existente, como la rehabilitacién en dreas, con denominacién y
régimen de fomento diverso en funcién de sus caracteristicas y del compromiso
de administraciones e interesados.

Y no muy diferente era la situacién respecto de la normativa técnica de
edificacién pues, preocupado el cédigo técnico de la edificacién, aprobado
mediante Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo (en adelante CTE), por la
obra de nueva planta, apenas acertaba a modular su alcance sobre la rehabi-
litacién, remitiendo al criterio del proyectista y generando notable inseguridad
juridica, al establecer lacénicamente, y de forma manifiestamente insuficiente
e insegura, que «igualmente, el CTE se aplicard a las obras de ampliacién,
modificacién, reforma o rehabilitacién que se realicen en edificios existentes,
siempre y cuando dichas obras sean compatibles con la naturaleza de la
intervencién y, en su caso, con el grado de proteccién que puedan tener los
edificios afectados. La posible incompatibilidad de aplicacién deberd justifi-
carse en el proyecto y, en su caso, compensarse con medidas alternativas que
sean técnica y econdmicamente viables» (art. 2.3 CTE).

No en vano, no faltaron iniciativas para reducir la ambigiedad del citado
precepto mediante estudios, instrucciones o criterios orientativos, ni iniciati-
vas para su reforma, concretada hoy en las disposiciones final undécima y
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derogatoria Unica, apartado segundo, de la Ley 8/2013, de 26 de junio,
de rehabilitacién, regeneracién y renovacién urbanas (en adelante L3R). Las
novedades mds relevantes se concentran, precisamente, en la modificacién del
art. 2. Asi, en primer lugar, se elimina la definicién del concepto de «obras
de rehabilitacién», derogdndose el articulo 2.5 CTE, adopténdose el concepto
de «intervencién en los edificios existentes» conforme a la modificacién de la
letra b) del art. 2.2 de la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de ordenacién
de la edificacién (en adelante LOE), mucho mds abierto y omnicomprensivo
(redactado por la disposicién final tercera, apartado uno, L3R). Asi, tendrdn
la consideracién de edificacién a efectos de la LOE «todas las intervencio-
nes sobre los edificios existentes, siempre y cuando alteren su configuracién
arquitecténica, entendiendo por tales las que tengan cardcter de intervencién
total o las parciales que produzcan una variacién esencial de la composicién
general exterior, la volumetria, o el conjunto del sistema estructural, o tengan
por objeto cambiar los usos caracteristicos del edificio».

También la flexibilidad en la aplicacién del CTE se ve afectada por la
reforma. Si por un lado se amplia, al preverse que la incompatibilidad de la
aplicacién del CTE puede derivar, a criterio del proyectista, no sélo «con la
naturaleza de la intervencién y, en su caso, con el grado de proteccién que
puedan tener los edificios afectados» sino también de que «no sea urbanistica,
técnica o econémicamente viable» (art. 2.3, pdrrafos segundo vy tercero); por
otro se impide expresamente que se reduzcan las condiciones preexistentes
en relacién con las exigencias bdsicas cuando aquéllas no alcancen éstas y
nunca por debajo de ellas cuando sean superiores (art. 2.4, parrafo quinto).
Resulta evidente el propésito de introducir flexibilidad en la aplicacién del CTE
en las obras de intervencién en edificios existentes. Pero se mantiene, a mi
juicio, el cardcter accesorio que la intervencién sobre la edificacién y la ciudad
existente ha tenido para el legislador cuando se ocupa del sector inmobiliario.
Falta reflexién sobre las exigencias técnicas de la obra de intervencién sobre
edificios existentes.

Con la L3R, y ofras normas autondmicas recientes, se estd abordando
al fin la regulacién sistemdtica de la intervencién sobre la ciudad y la edifi-
cacién existentes. Y es que era notable, y denunciada por la doctrina, como
ha venido ocurriendo en general en las politicas de vivienda, la inexistencia
de una adecuada regulacién de la rehabilitacién, tanto desde la perspectiva
urbanistica como edificatoria. Y falta adn una indispensable programacién
de la rehabilitacién, basada en la definicién de objetivos a largo plazo y de
medidas para alcanzarlos que, con cardcter horizontal, han de articularse
necesariamente sobre una serie de dmbitos y sectores normativos diversos de
manera arménica. No basta una planificacién entendida mds como estructu-
racién de un sistema de fomento para un periodo de tiempo deferminado que
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como un instrumento de programacién de estas complejas politicas publicas
conectadas, ademds, con el derecho a la ciudad en general y el derecho a
la vivienda en particular. En tanto la rehabilitacién no sea algo més que la
resultante de un conjunto de medidas de fomento incorporadas al plan de
vivienda en curso serd dificil afrontar con éxito los retos que hoy dia suscitan
numerosos entornos de nuestras ciudades y pueblos. Es preciso superar la
idea de planes contingentes y asumir la mds ambiciosa de programacién,
de planificacién estratégica, a medio y largo plazo, de la intervencién soste-
nida sobre la ciudad. Las técnicas de intervencién han de imponerse sobre la
financiacién para que la politica de vivienda en general y la de rehabilitacién
arquitecténica y regeneracién urbana en particular tengan continuidad. En
esta linea, propugnada en la Carta de Leipzig (adoptada por los ministros de
desarrollo urbano y cohesién territorial de la Unién Europea en dicha ciudad,
en su reunién de 24 y 25 de mayo de 2007), han avanzado comunidades
como Cataluia, Castilla y Ledn o Andalucia o, directamente mediante planes
directores, el Pais Vasco. El futuro de la intervencién sobre la ciudad existente
pasa por una percepcién y abordaje integrado de los problemas, comprensiva
de acciones en materia urbanistica, energética, social, de movilidad, empleo
o participacién. A este respecto, resultan de gran interés las conclusiones del
Consejo Econémico y Social Europeo en su Dictamen sobre «la necesidad
de aplicar un planteamiento integrado a la rehabilitacién urbanax», de 26 de
mayo de 2010, al igual que las del Comité de las Regiones en su Dictamen
sobre el papel de la regeneracién urbana en el futuro del desarrollo urbano

en Europa, de 9 de junio de 2010.

La omisién de una planificacién estratégica de las politicas urbanas de
vivienda y de rehabilitacién por parte del Estado y de la mayoria de Comu-
nidades permite explicar su falta de continuidad y aun improvisacién, que
contrasta con lo ocurrido en el entorno europeo (RODRIGUEZ ALONSO, 2011:
181-131), tan sélo han paliado esta situacién notables esfuerzos de gestién en
algunas ciudades. La peculiar distribucién competencial en estas materias no
resulta inocua, pues si priva al Estado de competencia suficiente para adoptar
tal planificacién estratégica, aunque la tenga en otras materias, actia condicio-
nando el acceso autondmico y local a la financiacién estatal con normativas
contingentes y las comunidades auténomas, a la postre, ven limitadas sus com-
petencias por esta via. Pese a la existencia de érganos de cooperacién como
la conferencia sectorial de vivienda, la conferencia multilateral de vivienda o
las comisiones bilaterales de seguimiento, en la préctica tampoco desde una
perspectiva colaborativa se ha abordado con decisién el disefio e implementa-
cién de una planificacién estratégica en la materia que, con la firmeza que sea
precisa, identifique las lineas de accién y objetivos de estas politicas. El dia a
dia de estos érganos, especialmente de la conferencia sectorial y multilateral,
pone de manifiesto que sus sesiones son en la mayor parte de las ocasiones
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de puro trédmite administrativo y alarde politico. La L3R, sin gestidn, sin un
impulso decidido a la programacién concertada de actuaciones, no podré
por si misma corregir la situacién. Una vez mds el legislador espariol, acaso
consciente de la escasez de recursos que sustenten las normas y de estructuras
eficaces de gestién, entrega la ciudad a las fuerzas del mercado sin delimitar
nitidamente los roles de operadores pdblicos y privados y confidndolo todo a
la equidistribucién [arts. 8, 9 y 13y, especificamente, 10.2.a) L3R].

Il. NORMAS AUTONOMICAS ESPECIFICAS PARA LA INTERVENCION
SOBRE BARRIOS

Varias comunidades auténomas han regulado especificamente la interven-
cién en barrios o entornos urbanos delimitados en atencién a sus caracteristicas
y problemdtica comdn, en barrios degradados, desfavorecidos o, en general,
precisados de una especial atencién (una caracterizacién de los mismos en
BRUQUETAS CALLEJIO, MORENO FUENTES, F. J. y WALLSER MARTINEZ, 2005: 23-30,
donde analizan los planes especiales de reforma interior del Raval, en Barce-
lona, y de Lavapiés, en Madrid, el plan de desarrollo local de Trinitat Nova,
en Barcelona, y el plan de inversiones en los distritos de Villaverde y Usera,
en Madrid, pp. 35-44). La caracteristica comin de dichas regulaciones es
la aplicacién de acciones integradas a problemas complejos, como los que
presentan los barrios degradados, que sélo pueden afrontarse coordinando
las acciones de todas las administraciones implicadas bajo un liderazgo claro,
con participacién ciudadana y colaboracién piblico-privada, e integrando
acciones de desarrollo econémico, empleo, igualdad, urbanisticas y de vivienda
y ofras que pudieran resultar adecuadas en funcién de las caracteristicas de
la poblacién implicada y su problemdtica social (BRUQUETAS CALLEJO, MORENO
FUENTES, F. J. y WALLSER MARTINEZ, 2005: 49-63).

En Cataluiia la aprobacién y aplicacién de la Lley 2/2004, de 4 de
junio, de mejora de barrios, dreas urbanas y villas que requieren una atencién
especial, financiada por el Estado (al margen del plan estatal), la Comunidad y
los municipios permitié impulsar la cultura de la regeneracién urbana por toda
la Comunidad con resultados cuantitativos y cualitativos muy positivos (MIER y
Botey: 2009: 35-36; NEL'l0, 2008: 233-253; y, en general, NEL'lO, 2009).
Tras las primeras cinco convocatorias se indujo en noventa y dos proyectos de
rehabilitacién infegral una inversién de novecientos noventa millones de euros,
de los cuales cuatrocientos noventa y cinco fueron aportados por Estado y
Comunidad (PICORELL y SABORIT, 2009: 75-80). De las actuaciones realizadas
el cuarenta y siete por ciento lo fueron en cascos antiguos, el treinta por ciento
en barrios de vivienda construidos en los afios sesenta y setenta y el veintitrés
por ciento restante a dreas urbanizadas en zonas sin previo planificacién.

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Piblica
32 ISSN 1133-4797, XV, Zaragoza, 2013, pp. 27-72



NUEVOS INSTRUMENTOS DE PLANIFICACION Y GESTION DE LA REHABILTACION Y LA REGENERACION URBANA

La mayor parte de la financiacién se destiné a infervenciones de mejora del
espacio pUblico y dotacién de zonas verdes, seguida de la dotacién de equi-
pamientos, la rehabilitacion de elementos comunes de edificios, mejora de
accesibilidad o eficiencia energética y programas de dinamizacién econémica
y social de los entornos afectados, siempre con una concepcién transversal
de las intervenciones que constituye una de las ideas fuerza del plan cataldn
(Ami, BERGA, CASCANTE, OBIOLS, SALA y TORRES, 2009: 115-128).

Posteriormente, inspirdndose en el modelo cataldn, se aprobaron la Ley
extremefia 16/2010, de 21 de diciembre, de actuacién integral en zonas de
atencién especial de la Comunidad Auténoma de Extremadura y la Ley 2/2009,
de 19 de marzo, de rehabilitacién y mejora de barrios de los municipios de
llles Balears. La Ley balear 2/2009 responde a unos planteamientos que no
se alejan en lo sustancial de los de la normativa catalana. No trata, por ello,
Unicamente de favorecer la rehabilitacién de los edificios en si misma sino como
un instrumento mds de accién para la recuperacién, la «atencién especial de un
barrio» afectado por problemas demogréficos, problemas econémicos o sociales
especialmente graves o de desarrollo social del barrio o, finalmente, por procesos
de degradacién arquitectdnica, urbanistica o ambiental motivados por factores
diversos, como la obsolescencia del parque edificado, su inadecuacién a las
necesidades actuales de la poblacién, la falta de equipamientos y espacios pibli-
cos u ofros andlogos. En fales circunstancias la norma balear propone medidas
de fomento, fundamentalmente, dirigidas a los ayuntamientos o consorcios que
creen con la administracién autonémica, y que podrdn financiar actuaciones
urbanisticas, arquitecténicas, de vivienda, econémica y sociales que detalla a
titulo enunciativo, aunque notablemente amplio ya, el propio texto legal.

La norma extremefia, en términos muy parecidos a la balear, trata de
implicar y coordinar a todas las administraciones piblicas y a las que deno-
mina entidades de iniciativa social, que define como «aquellas que teniendo
un cardcter social, careciendo de &nimo de lucro y con base territorial en la
Comunidad Auténoma de Extremadura, desarrollen programas y actuaciones
financiadas con fondos publicos, en una o varias de las zonas de atencién
especial». Se consideran zonas de atencién especial aquellas zonas urbanas
residenciales geogrdficamente diferenciadas en las ciudades extremefias de
mds de veinte mil habitantes en las que coincidan factores determinantes de
exclusién social tales como degradacién del espacio urbano y deficiencias
de accesibilidad, comunicacién, equipamientos y servicios publicos; impor-
tantes problemas sociales y econémicos como grandes carencias formativas,
altos indices de absentismo escolar, alta tasa de desempleo, elevados casos
de adicciones, significativo porcentaje de beneficiarios de ayudas sociales,
escasa o nula participacién social y débil o nula tasa de actividad econémica;
o inexistencia de estructuras de convivencia vecinal, relaciones de conviven-
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cia conflictivas asi como importantes tasas de inseguridad ciudadana. Las
actuaciones integrales abarcan acciones en las dreas de servicios sociales,
sanidad, educacién, urbanismo y vivienda, formacién y empleo, comercio y
empresa, seguridad ciudadana, participacién social, ocio y juventud u otras
y se detallardn en los programas de actuacién integral que elaborardn los
ayuntamientos mediante los comités zonales de coordinacién de cada zona,
programas que se integrardn en el plan de actuacién integral de la Comu-
nidad. Resulta patente el cambio del centro de atencién y de la concepcién
de las politicas urbanas para proyectar e impulsar acciones integrales que
atiendan problemdticas que van mds allé de lo estrictamente urbanistico o de
los problemas de acceso o conservacién de las viviendas mediante acciones
que integran todas las perspectivas relevantes de intervencién administrativa
(una caracterizacién de los mismos en BRUQUETAS CALIEJO, MORENO FUENTES,
F. J. y WALLSER MARTINEZ, 2005: 30-34).

Aun cuando no lo haya hecho mediante una norma especificamente diri-
gida a la regulacién de la intervencién sobre barrios, la comunidad auténoma
de Aragén ha abordado la regulacién de las actuaciones de rehabilitacion
urbana en los arts. 190bis a 190quinquies, entre ofros preceptos, de la Ley
3/2009, de 17 de junio, de Urbanismo de Aragén (en adelante LUA), intro-
ducidos mediante la ley 4/2013, de 24 de mayo, de modificacién de la
anterior. Concebidas como una modalidad de actuacién urbanistica, junto a
las de urbanizacién e intervencién en suelos consolidados total o parcialmente
por la edificacién, las actuaciones de rehabilitacién urbana incluyen «tanto las
de rehabilitacién edificatoria como las de regeneracién o renovacién urbana,
conforme a lo establecido en la normativa bésica estatal y en el articulo
190bis de esta Ley y disposiciones reglamentarias que la desarrollen» [art.
125.3.b) LUA]. Se proyectan sobre «dmbitos en los que se den procesos de
obsolescencia o degradacién del tejido urbano o del patrimonio arquitecténico
o de ambos» e incluyen las actuaciones de rehabilitacién edificatoria, las de
regeneracién urbana y las de renovacién urbana (art. 190bis.1 LUA). Para
detallarlas se regula un instrumento flexible, el programa de rehabilitacién
urbana, que las detallard en sus aspectos fundamentales (art. 190ter LUA), y
formard parte del plan general «como un documento con autonomia propia
dentro del plan o integrado en las normas urbanisticas y ordenanzas y en
los planos de ordenacién correspondientes» (art. 190qudter.1 LUA). El punto
débil de la nueva regulacién, una vez més y al igual que ocurre con la L3R,
serd la financiacién. En linea con la invocacién de la equidistribucién en la
L3R, basada fundamentalmente en la revisién de los pardmetros urbanisticos
preexistentes, y la regulacién en dicha norma de la memoria de viabilidad
econémica (art. 11 L3R), la norma aragonesa establece que «en todo caso,
se exigird memoria econdmica que justifique la viabilidad de la actuacién y
los pardmetros urbanisticos de aplicacién» [art. 190ter.2.f) LUA].
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1. AC'CION ADMINISTRATIVA PARA IMPULSAR LA REHABILITA-
CION

Tradicionalmente, centrada como estaba la actividad inmobiliaria en la
urbanizacién y edificacién de nueva planta, la administracién piblica ha venido
estimulando la rehabilitacién mediante medidas de fomento integradas en los
planes de vivienda. Para ello declara la vivienda o la rehabilitacién protegi-
das mediante el correspondiente acto administrativo de calificacién definitiva
y verifica el cumplimiento de la normativa que las disciplina. Pero, ademds, la
administracién, ante un sector inmobiliario retraido, ha actuado también como
gestora de concretas actuaciones de rehabilitacién. Histéricamente, por tanto,
la administracién publica ha desarrollado actividad de fomento, policia y servi-
cio publico en relacién con esta materia. Pero resulta evidente la primacia del
fomento sobre la policia y el servicio piblico. Y hoy el fomento de la rehabilito-
cién, ademds de dirigirse directamente a impulsar la recuperacién de entornos
urbanos, contribuye a la reorientacién de lo que queda del otrora poderoso y
pujante sector inmobiliario hacia la rehabilitacién. En palabras del nuevo plan
estatal, aprobado mediante Real Decreto 233/2003, de 5 de abril, por el que
se regula el Plan Estatal de fomento del alquiler de viviendas, la rehabilitacién
edificatoria y la regeneracién y renovacién urbanas, 2013-2016 (en adelante
PEV), «el nuevo Plan se orienta a abordar la dificil problemdtica actual, acotando
las ayuda a los fines que se consideran prioritarios y de imprescindible atencién,
e incentivando al sector privado para que en términos de sostenibilidad y com-
petitividad, y con soluciones y lineas de ayuda innovadoras, puedan reactivar
el sector de la construccidn a través de la rehabilitacién, la regeneracién y la
renovacién urbanas y contribuir a la creacién de un mercado del alquiler mds
amplio que el actual» (Oltimo parrafo del apartado | de su exposicién de motivos)
de manera que uno de los objetivos del plan es «contribuir a la reactivacién
del sector inmobiliario» (apartado lIl de su exposicién de motivos). Se atiende
de este modo lo propugnado por la Comisién Europea en la Comunicacién al
Parlamento Europeo y al Consejo [COM(2012) 433final, de 31 de julio de
2012] sobre «estrategia para una competitividad sostenible del sector de la
construccién y de sus empresas» que incluye como la primera de las medidas a
corto plazo para ello «fomentar la renovacién de edificios y de mantenimiento
de infraestructuras» vinculada estrechamente a la eficiencia energética de los
edificios. Sobre esta cuestién volveremos posteriormente.

Han sido muchas y diversas las lineas de subvenciones piblicas previstas
en los planes de vivienda estatal y autonédmicos en materia de rehabilitacién
(Iclesias GoNzALEZ, 2010: 349-381; MuNoz CAsTILLO, 2000: 21-74). El modelo
estatal, complementado por algunas Comunidades, es el aplicado en el conjunto
del pais con escasas variantes. Asi, a los préstamos convenidos, de escaso
uso, se unen habitualmente las subvenciones piblicas, con regimenes diferen-

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Piblica
ISSN 1133-4797, XV, Zaragoza, 2013, pp. 27-72 35



JULIO TEJEDOR BIELSA

ciados para la rehabilitacién aislada (programa RENOVE en el anterior plan
estatal o programa de fomento de la rehabilitacién edificatoria en el actual) o
integrada (en dreas de rehabilitacién integral o de casco histérico en el plan
anterior o en &dmbitos de regeneracién y renovacién urbana en el actual). En
todo caso, al igual que en el urbanismo el ensanche primaba sobre la atencién
a la ciudad consolidada, en los planes de vivienda la construccién de vivienda
sujeta a regimenes de proteccién publica resultaba claramente prevalente sobre
la rehabilitacién, lo que se manifestaba con claridad desde la perspectiva
presupuestaria, tanto si analizamos el gasto directo como si examinamos el
gasto fiscal. La politica de vivienda de nueva construccién estaba al servicio
del impulso al sector de la construccion.

Un punto de inflexién puede suponer el PEV. Se propugna en él un «cam-
bio de modelo que busque el equilibrio entre la fuerte expansién promotora
de los Gltimos afios y el insuficiente mantenimiento y conservacién del parque
inmobiliario ya construido», no sin reconocer «los escasos recursos disponibles»
(pentltimo pérrafo del apartado | de su exposicién de motivos), cifrados en
unos 2.500 millones de euros para todo el cuatrienio. Para ello, el impulso al
alquiler, a la rehabilitacién, la regeneracién y la renovacién urbanas son los
ejes fundamentales del plan. Pero, a diferencia de los anteriores, desaparece
el apoyo a la promocién de vivienda protegida de nueva construccién para
venta o la autopromocién colectiva en régimen cooperativo o andlogo, aunque
si se han incluido ayudas para el fomento de la creacién de parque piblico
de vivienda protegida para alquiler, de dificil viabilidad financiera (arts. 14
a 18 PEV). El cambio, de consolidarse en el futuro las nuevas lineas maestras
del plan, resultaria profundo y, ahora si, responderia al propésito de alterar
sustancialmente el modelo de funcionamiento de nuestro sector inmobiliario y
de la prdctica urbanistica. Los programas que disefia el PEV son coherentes
con su propésito general, y se centran en el alquiler (ya sea para fomentar
el de viviendas existentes ya para incrementar el parque piblico de alquiler)
y la rehabilitacién (edificatorio, regeneracién urbana). Ademds, entre ofras
novedades, incorpora programas instrumentales entre los que destaca, a mi
juicio, el de apoyo a la implantacién del informe de accesibilidad, eficiencia
energética y estado de conservacién de los edificios, que trata de impulsar las
inspecciones técnicas subvencionando parte del coste que han de asumir quie-
nes las realicen en sus edificios. En todo caso, una vez mds cae en el error de
no enmarcarse en un contexto programdtico y normativo mds amplio y estable,
que disefie politicas y, en la medida de lo posible, les proporcione estabilidad.
Para ello hubiera resultado esencial, a mi juicio, que las perspectivas financiera
y de fomento se hubiesen incorporado expresamente a la otra gran iniciativa
normativa estatal de los Gltimos meses, la L3R quebrando asi su permanente
imagen de provisionalidad y contingencia, que tanta incertidumbre e inseguri-
dad genera en ciudadanos y operadores del sector, piblicos o privados.
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Probablemente por ello, es decir, por la ausencia de una normativa inte-
gradora de instrumentos, objetivos y financiacién, la accién administrativa de
fomento de la mejora de la edificacién, en sentido amplio, adolece de clara
falta de coordinacién. Junto a las ayudas propias de los planes de vivienda,
en los Oltimos afios se han establecido programas de fomento desde otras
perspectivas sectoriales que, en ocasiones, se solapaban con los programas de
vivienda. Ha sido bastante evidente, a este respecto, la falta de coordinacién
de iniciativas que se proyectan sobre el mismo patrimonio edificado, tal cual
ha ocurrido en muchas comunidades auténomas, por ejemplo, con las subven-
ciones para mejora de la eficiencia energética de los edificios gestionadas
habitualmente desde las dreas de industria.

Por ofra parte, y dejando al margen las diversas experiencias de gestién
directa de la rehabilitacién, aunque por cuenta de terceros, desarrolladas en
diferentes municipios espafoles, la actuacién administrativa se ha basado,
ademds de en la accién de fomento, en técnicas de policia tales como la
clarificacién de la normativa de edificacién aplicable a la rehabilitacién desa-
rrollando el cédigo técnico de edificacién, la actuacién inspectora para la
exigencia de cumplimiento del deber de conservacién, el establecimiento y
regulacién de la inspeccién técnica de edificios o, ahora, del informe sobre el
estado del edificio (arts. 4 a 6 L3R y 33 a 36 PEV) o la simplificacién de las
técnicas de autorizacién para la realizacién de actuaciones de rehabilitacién.
En particular, desde esta Gltima perspectiva, resulta sorprendente comprobar,
por un lado, que en un dmbito productivo como éste no se hayan aplicado de
manera generalizada las técnicas de autorizacién impulsadas por la normativa
europea e incorporadas a la normativa espafola de procedimiento administra-
tivo com0n, como son la declaracién responsable o la comunicacién previa,
ésta Oltima de creciente aplicacién en el dmbito urbanistico. Probablemente,
la articulacién de las politicas de vivienda esencialmente sobre la base de
medidas de fomento, con los correspondientes efectos presupuestarios, explica
que técnicas como las sefialadas no se utilicen habitualmente en este dmbito.
Pero también resulta asombrosa, por otro lado, la escasa articulacién entre
procedimientos urbanisticos y de vivienda, en particular la calificacién, que
comportan el andlisis y pronunciamiento administrativo sobre un mismo proyecto
constructivo desde diferentes 6pticas que, sin embargo, podrian perfectamente
compatibilizarse en una sola sede. Lo mismo ocurre en cuanto a las determina-
ciones de planeamiento que, llegando més alld de la simple prevision del uso
residencial protegido, hacen referencia a concretas tipologias que, frecuente-
mente, desaparecen o son sustituidas en los sucesivos planes de vivienda, mds
dindmicos que el planeamiento urbanistico.

Finalmente, acaso por no resultar éste un dmbito atractivo para el sector
privado, volcado en la urbanizacién y construccién de nueva planta, también
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la administracién ha actuado como gestora de procesos de rehabilitacion y
regeneracién urbana en los Oltimos afios. Desde luego, asi ha ocurrido en el
marco de la normativa citada de intervencién en barrios. Existen ejemplos
muy notables en los que el liderazgo publico ha supuesto la transformacién de
barrios antes incursos en procesos de degradacién que parecian dificilmente
reversibles. Resultan aleccionadoras intervenciones como la impulsada mediante
el plan especial de reforma y reordenacién del barrio de La Mina, un barrio edi-
ficado en los primeros afios setenta socialmente degradado de manera rapida
y grave a finales de los afios ochenta. La actuacién, que combiné rehabilitacién
y remodelacién, generé nuevas viviendas, intervino sobre los equipamientos,
la urbanizacién, el comercio, la movilidad e incorporé programas de inser-
cién socio-laboral, de conciliacién de la vida familiar y laboral, de desarrollo
econémico local, de participacién y desarrollo comunitario, de mejora de la
convivencia y civismo o de apoyo educativo, entre otros. Demostrd, en suma,
que es posible afrontar la realidad de la ciudad existente aun partiendo de
situaciones de franco deterioro social y urbano (sobre esta actuacién, JORNET,
Liop y PAsTOR, 2009: 121-172). En la misma linea puede citarse, aunque los
amplios estudios no se hayan visto correspondidos por una amplia ejecucién
de las actuaciones proyectadas al sobrevenir la actual situacién, los trabajos
desarrollados en Zaragoza en relacién con diversos conjuntos urbanos de
interés, construidos entre los afios 1945 y 1965 y comprensivos de més de
ocho mil viviendas sociales (Ruslo DEL VAL y Ruiz PALOMEQUE, 2006).

IV. LAS BARRERAS: REGULACION INESTABLE, INADAPTADA Y TEC-
NICAMENTE CUESTIONABLE

Resulta sorprendente que en Espaiia, frente al auge y desarrollo técnico de
las técnicas urbanisticas vinculadas al ensanche, que desbordan ampliamente
los estrechos limites de las concepciones mds conservadoras de la propiedad,
en relacién con la ciudad existente y con las actuaciones de rehabilitacion
o regeneracién urbana haya sido tan escaso, y dificultoso, su desarrollo. La
regulacién de la propiedad horizontal y del propio planeamiento urbanistico
amplifican los problemas ya graves que la falta de acuerdo, los hechos consu-
mados o los derechos adquiridos que han de afrontarse en estas actuaciones
producen por si mismos.

No es de extrafar, por ello, que se hayan formulado auténticos compen-
dios de problemas a los que la intervencidn sobre la ciudad existente ha de
enfrentarse, auténticas barreras para estas précticas (gréfica expresién la de
«barreras» que tomo de Rusio DEL VAL, 2011: 5-20). Precisamente el andlisis
y conocimiento de dichas barreras, entre las cuales Rugio DeL VAL distingue las
barreras legales (urbanisticas, regulacién de las politica de vivienda, propiedad
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horizontal, fiscalidad), econémicas (baja capacidad econémica de afectados,
escasa financiacién), sociales (participacién, tejido asociativo, trabajo social)
y culturales, permiten estructurar y afrontar el andlisis de las mds recientes
iniciativas legales y propuestas de reforma en la medida en que contribuyan
o no eficazmente a levantarlas. Actualmente, si nos atenemos a la normativa
vigente, cabe afirmar que la situacién ha mejorado, pero la dispersién, falta
de coherencia interna y lagunas todavia existentes en la misma hacen que el
escenario resultante todavia no sea el deseable.

En relacién con las barreras urbanisticas se han regulado técnicas de urba-
nismo operativo, o de rehabilitacién operativa si se prefiere, que se pretenden
aptas para el suelo urbano, flexibilizando también el rigor de la normativa y
del propio planeamiento urbanistico cuando de impulsar estas actuaciones se
trata. En esta linea supusieron notables avances diversas normas anteriores
a la L3R que ésta ha integrado y modificado afrontando ademds la reforma
del texto refundido de la Lley de Suelo, aprobado mediante Real Decreto
legislativo 2/2008, de 20 de junio (en adelante LS) y diversas normas auto-
némicas. Asimismo se ha progresado con la modificacién del régimen de la
ruina en diferentes comunidades auténomas limitando su cardcter féctico vy,
consecuentemente, ampliando el alcance econémico del deber de conserva-
cién cuando no proceda declararla, su vertiente cuantitativa, pero ampliando
también el tipo de obras que el propietario ha de afrontar incluyendo las de
rehabilitacién, su faz cualitativa. Incluso, como explicaré, se ha regulado la
expropiacién forzosa para la realizacién de actuaciones de rehabilitacién.
Pero las técnicas desarrolladas se fundamentan, de nuevo, en la distribucién
equitativa de beneficios y cargas entre los propietarios afectados, como en
el urbanismo de ensanche, y, l6gicamente, en el juego de las mayorias y en
la presencia de plusvalias, lo que ha sido duramente criticado. Precisamente
desde esta perspectiva, son importantes las modificaciones de la normativa de
propiedad horizontal, también tendentes a evitar bloqueos previendo mayorias
que permitan adoptar acuerdos o incluso obviando estos. El viraje de las poli-
ticas de vivienda, por lo demds, parece irremediable por razones sustantivas
y presupuestarias conforme a lo ya sefialado.

Mayores dificultades cabe detectar para levantar las barreras econédmicas
pues no parece que la actual coyuntura vaya a contribuir a reforzar la sol-
vencia de una poblacién que, ya antes, carecia de la suficiente para afrontar
por si misma estos procesos. Del mismo modo, tampoco parece previsible a
corto plazo que fluya con normalidad el crédito hacia el sector inmobiliario, si
desease actuar como gestor de estos procesos, o directamente a particulares. Y
tampoco parece posible que los presupuestos piblicos suplementen los déficits
de la poblacién afectada o las actuales carencias del sistema financiero, aunque
su participacién resulta indispensable (RicHARDSON, H. W., 1975, pp. 139-158,
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refiriéndose a la renovacién urbana en sentido estricto). Sélo la combinacién
de ayudas puiblicas procedentes de fuentes diversas (planes de rehabilitacién,
eficiencia energética de la edificacién...), aportaciones de los particulares
y financiacién puede permitir superar las barreras econémicas (al respecto
CucHi y SWEATMAN, 2011: 32-34; y 2012: 45-54). El escenario, desde esta
perspectiva, no estd despejado. Y algo parecido puede afirmarse en relacién
con las barreras sociales o culturales. Su dependencia de los recursos piblicos
hace dificil ciertas politicas, pero eso no impide avanzar en programas de
participacién y desarrollo comunitario, acciones educativas u ofras con una
dependencia presupuestaria menos intensiva.

Pero, aun reconociendo mejoras innegables en la normativa anterior a la
L3R, resultaba imprescindible consolidarlas afrontando la sistematizacién de la
normativa aprobada hasta el momento, excesivamente dispersa. No parece
ser lo més adecuado para afrontar la situacién proporcionando la seguridad
juridica indispensable para que el sector financiero e inmobiliario apueste
por ese dmbito de actividad (TEJEDOR BIELSA, 2012: 227-246; ALONSO IBAREZ,
2012: 648-652) regular estas cuestiones, a veces de forma contradictoria, en
la normativa estatal de suelo, en la urbanistica y de vivienda autonémica, en
la estatal de propiedad horizontal o en la estatal tributaria, ademéds de en
normas diversas como la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economia Sostenible
(LES en adelante), la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenacién de
la Edificacién, el Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo, por el que se
aprueba el Cédigo Técnico de la Edificacién, modificado en varias ocasiones,
la Ley 19/2009, de 23 de noviembre, de medidas de fomento y agilizacién
procesal del alquiler y de la eficiencia energética de los edificios, o los Reales
Decretos leyes 6/2010, de 9 de abril, u 8/2011, de 1 de julio, entre otras
normas. Sin un marco regulatorio claro, estable, con objetivos definidos y
coherentes, no habrd plan de accién posible para impulsar la rehabilitacion
ni la regeneracién urbana (CucHi y SWEATMAN, 2011: 47).

Proporcionar ese nuevo marco regulatorio, al menos en parte, ha sido
uno de los propésitos de la L3R que, directamente o mediante la modificacién
de la LS, entre otras normas, aborda la regulacién sistemdtica del deber de
conservacién, sus limites y el informe de evaluacién de los edificios como ins-
trumento fundamental para garantizarlo (regulada antes inspeccién técnica de
edificios por el Real Decreto-ley 8/2011), por un lado, y de lo que denomina
actuaciones de rehabilitacién edificatoria y actuaciones de regeneracién y
renovacién urbanas (reguladas hasta la L3R en el Real Decreto-ley citado v,
especialmente, en la LES), por otro. La L3R afronta la regulacién sistemdtica de
tales actuaciones distinguiendo su tipologia, los sujetos obligados a realizarlas,
la forma de ordenacién y evaluacién de su viabilidad econémica y las formas
y sujetos gestores y modalidades de gestién, cuestiones que, aun recogidas ya
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en la normativa vigente, lo estdn sin precisién conceptual ni sistemdtica. Incluye,
ademds, una amplia reforma de la normativa estatal vigente sobre suelo, de
alcance y contenido desigual y objetivos no excesivamente precisos.

El anteproyecto de Ley de Castilla y Ledn de regeneracién urbana (fechado
a 30 de enero de 2013) incorpora medidas profundamente transformadoras
de la prdctica urbanistica, algunas claramente inspiradas en la Ley aragonesa
3/2009, de 17 de junio, de Urbanismo de Aragén, como el fomento del cre-
cimiento compacto, con prohibicién expresa de nuevos nicleos no autorizados
por planeamiento territorial (art. 34.2 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de
Urbanismo de Castilla y Ledn, modificado), o la reversién a la clase de suelo
ristico de los terrenos clasificados como suelo urbanizable no programado o
no delimitado cuya ordenacién pormenorizada no se haya aprobado defini-
tivamente antes del franscurso de cinco afos desde la entrada en vigor de la
nueva norma (disposicién transitoria tercera del Anteproyecto de Ley). Pero lo
que mds interesa del Anteproyecto castellano-leonés es su coherencia en la
regulacién del urbanismo, limitando crecimientos innecesarios y primando la
compacidad, para lograr que la regeneracién urbana pase al centro del debate
y la préctica urbanistica. Planteado como una reforma de la Ley 5/1999, de
8 de abril, de Urbanismo, el anteproyecto castellano-leonés imbrica la rege-
neracién urbana en los instrumentos de planificacién y gestién propiamente
urbanisticos, sin regular ofros especificos.

En todo caso, esta renovacién normativa no es un simple capricho. Como
ha sefalado la doctring, resulta imprescindible una regulacién de la rehabilita-
cién que, asumiendo su complejidad, como lo es el conjunto de la edificacién
existente, incorpore la idea de que «rehabilitar no consiste en intervenir en
un momento dado en un edificio, sino gestionar el modelo de habitabilidad a
lo largo del tiempo en un escenario de bajo impacto ambiental» (CASALS-TRES,
ARCAS-ABELLA y PAGES-RAMON, 2011: 31). Y dicha concepcién de la rehabilita-
cién se enmarca en un contexto mds amplio, pero perfectamente compatible e
integrador, el de revitalizacién de zonas degradadas, cuyo objetivo no es otro
que «situar sobre el terreno estrategias de regeneracién que permitan detener el
deterioro del tejido urbano y social, preservar sus valores patrimoniales, reforzar
la cohesién social y favorecer la actividad econdmica» (Ruslo DEL VAL, 2011:
7), todo ello en el apuntado contexto de bajo impacto ambiental, que pone en
primer plano las exigencias de eficiencia energética de la edificacién.

La rehabilitacién y regeneracién urbana son la clave para un nuevo modelo
de satisfaccién del derecho a la vivienda que optimice el parque y los recursos
existentes, minimice el impacto ambiental y genere actividad suficiente para
mantener en pie indefinidamente una parte sustancial del sector inmobiliario.
Las barreras normativas se estan superando, poco a poco. Las barreras que
subsisten, acaso las decisivas, son las econémicofinancieras que, al igual que
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ocurrié con el modelo de urbanismo expansivo, condicionan las alternativas
normativas para la rehabilitacién y regeneracién urbanas.

V. OBJETO Y OBJETIVOS DE LA REHABILITACION EN CONEXION
CON EL URBANISMO Y LA CIUDAD

Rehabilitacién edificatoria y regeneracién urbana tienen hoy sustantividad
propia y no pueden seguir siendo concebidas como mero apéndice de las
politicas urbanisticas o de vivienda, como acciones que se dirigen al indivi-
duo y a sus concretas necesidades de mejora de la vivienda que ocupa. La
rehabilitacién es hoy un imperativo social, colectivo, que ha de ser afrontado
desde esa perspectiva, intfimamente integrado con la accién urbanistica, como
instrumento central para la accién sobre la ciudad y como alternativa econdmica
para un sector inmobiliario agotado. Pudiera decirse que nuestras ciudades
futuras serdn rehabilitadas o no serdn, serdn regeneradas o no serdn. Son
demasiados los entornos urbanos, los barrios, degradados o en proceso de
degradacién, las dreas urbanisticas vulnerables (al respecto resulta ilustrativo
el atlas de vulnerabilidad urbana del Ministerio de Fomento, accesible en su
web) sobre los cuales resulta indispensable actuar antes de que tales procesos
sean irreversibles. La intervencién sobre edificios obsoletos, sobre entornos con
riesgos cierfos de degradacién urbanistica y social, con déficits dotacionales
o dotaciones obsoletas o inadecuadas para las necesidades de la poblacién
actual, sobre un parque edificado energéticamente ineficiente, no puede depen-
der Onicamente de la voluntad individual de sus propietarios o de subvenciones
pUblicas coyunturales y limitadas.

En ese contexto, el mandato de sostenibilidad incorporado en la normativa
estatal sobre suelo estd llamado a tener consecuencias muy concretas sobre
las dindmicas de uso del parque edificado y la préctica de planeamiento. Las
decisiones de ordenacién no pueden resultar ajenas al devenir de la ciudad
existente y, en particular, al andlisis del grado de ocupacién y de conservacién
de la edificacién existente, sea cual sea su uso. Ningin sentido tiene, en un
contexto en el que el suelo se regula como un recurso natural cuyo consumo
ha de limitarse a lo estrictamente necesario, transformar nuevos espacios para
generar nueva edificacién destinada a usos para los cuales existe espacio
vacante ordenado, urbanizado y edificado. Resulta dificilmente justificable
generar nuevos costes de establecimiento y mantenimiento de servicios que
acaban repercutiéndose total o parcialmente sobre las haciendas publicas para
dotar nuevos espacios urbanizados llamados a soportar edificacién innecesaria.
La motivacién de las decisiones de ordenacién debe conectar el estado de la
ciudad existente, su estado de conservacién y su grado de ocupacién efectiva
con la determinacién de clasificacién de nuevos suelos.
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La L3R ha mantenido con algunas modificaciones de interés los fines
comunes de las politicas publicas para un medio urbano mdés sostenible, efi-
ciente y competitivo. Incluye por ello unos objetivos transversales que afectan
a las acciones y politicas de todas las administraciones pdblicas (art. 3 L3R,
con el precedente del art. 107 LES). Las politicas pUblicas han de propiciar
un medio urbano sostenible que haga posible el uso residencial en viviendas
constitutivas de domicilio habitual en un contexto urbano seguro, salubre, acce-
sible universalmente, de calidad adecuada e integrado socialmente, provisto
del equipamiento, los servicios, los materiales y productos que eliminen o, en
todo caso, minimicen, por aplicacién de la mejor tecnologia disponible en
el mercado a precio razonable, las emisiones contaminantes (ya no se hace
referencia al ruido) y de gases de efectos invernadero, el consumo de agua,
energia y la produccién de residuos, y mejoren su gestién. La vivienda, lejos
de contemplarse aisladamente, se ubica, analiza y cualifica en su entorno, tal y
como se propuso hace ya diecisiete afios en la Declaracién de Estambul sobre
los Asentamientos Humanos y Programa de Hdbitat de 1996, como demuestra
la inclusién entre tales fines de referencias a las dotaciones, infraestructuras
y espacios pUblicos y la garantia de acceso universal de los ciudadanos a
las mismas y de su movilidad, por un lado, o mandatos con clara proyeccién
sobre la potestad de planeamiento, como los que plantean la integracién de
usos compatibles con el residencial, entre ofros. Ademds, la L3R ha incluido y
potenciado entre estos fines objetivos de politica econémica, orientando estas
politicas a favorecer y fomentar la dinamizacién econémica y social, favorecer
la localizacién de actividades econémicas generadoras de empleo estable o
valorar la perspectiva turistica.

Para lograr los objetivos propuestos, en todo caso, es importante el and-
lisis de la realidad de ciudades y pueblos, todavia hoy muy insuficiente. La
disposicién adicional primera L3R mantiene el sistema informativo general e
integrado al servicio de las politicas piblicas para un medio urbano sosteni-
ble creado en su dia mediante el art. 108.a) y b) LES, un sistema que, sobre
bases necesariamente cooperativas entre administraciones, incluia censos de
construcciones, edificios, viviendas y locales desocupados y de los precisados
de mejora o rehabilitacién y mapas de dmbitos urbanos obsoletos, desfavore-
cidos o en dificultades, precisados de programas o planes de rehabilitacién o
de actuaciones de renovacién y rehabilitacién urbana.

Pero, pese a lo anterior, resulta facilmente constatable una tradicional
desconexién entre planeamiento urbanistico, reservas para vivienda protegida,
planes de vivienda y rehabilitacién y acciones de regeneracién urbana. No
es habitual que el planeamiento general analice, regule y coordine todas las
acciones sobre el territorio que ordena, muy diversas desde las perspectivas
sefialadas. Puede afirmarse sin temeridad ni exageracién que unos y otros ins-
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trumentos, a pesar de sus evidentes interrelaciones, han venido disefidndose y
aprobdndose de manera inconexa cuando no contradictoria. No es infrecuente
que el mismo municipio que impulsa grandes procesos de urbanizacién que
determinan, en contextos demogrdficos estancados o regresivos, el vaciamiento
del centro de los nicleos existentes, proponga y participe en programas de
rehabilitacién, regeneracién o renovacién urbanas que, en un contexto norma-
lizado de crédito (no el actual), dificilmente resultan competitivos. No es f4cil
corregir tal situacién, dado que puede comportar reciprocos condicionamientos
en materias tradicionalmente muy sensibles para las administraciones compe-
tentes. Y no lo es porque, impuestas nuevas condiciones a las decisiones de
planeamiento, la ausencia de motivacién suficiente determinaré su improceden-
cia y, consecuentemente, la frustracién de expectativas e intereses econémicos
que, superada la actual situacién de crisis, volverdn a ser poderosos.

Hoy dia, para adoptar decisiones de clasificacién y calificacién de suelo
residencial, en el marco de un uso racional de los recursos naturales, que
minimice el consumo de suelo y lo ponga al servicio del derecho de acceso a
una vivienda digna y adecuada previsto como principio rector de la politica
social y econémica en la CE, las decisiones de planeamiento deberén motivarse
exhaustivamente y por referencia a tales criterios, entre otros. La motivacién
deberd partir de datos que, frecuentemente, se han obviado en las memorias
de planeamiento y que, a la postre, no se consideraban a la hora de pro-
gramar suelos y crecimientos. Entre ellos, a mi juicio, resultard indispensable
analizar detenida y exhaustivamente la situacién del parque inmobiliario en el
municipio correspondiente considerando elementos como la antigiedad de la
edificacién existente, residencial o de otros usos, sus caracteristicas constructivas
y estado de conservacién, los programas de vivienda y su adecuacién a las
demandas determinadas por la situacién demogrdficas, el estado y suficiencia
de los servicios de la edificacién para atender a la poblacién que acoge, el
estado y suficiente de las redes piblicas y equipamientos existentes valorando
igualmente su adecuacién para atender las necesidades de la poblacién actual
(vivienda en su entorno, programa hdbitat). Pero también deberd prestarse
atencién a las dindmicas de ocupacién y flujos de poblacién concretando la
existencia de vivienda vacia susceptible de ser ocupada y sus caracteristicas,
la existencia de vivienda sobreocupada, independientemente de que se trate de
vivienda nueva o antigua, la concentracién de poblacién que pudiera requerir
intervencién social en zonas determinadas o la expulsién de la poblacién histé-
rica; asi como a la segmentacién social o generacional que produce la propia
evolucién de la ciudad, especialmente cuando el envejecimiento del parque
edificado es paralelo al envejecimiento de la poblacién que lo ocupa. En suma,
cualquier motivacién debiera basarse en necesidades acreditables y fundadas
de vivienda u otros productos inmobiliarios considerando todas las variables
anteriores y otras, como las puramente econémicas o de mercado, pues el
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planeamiento debe dimensionar su capacidad para atender esas necesidades
y no conveniencias puramente especulativas o la generacién de mercados
que, por ineficientes, ni corrigen las précticas especulativas ni atemperan los
precios de los productos inmobiliarios.

La degradacién progresiva del parque edificado, el envejecimiento de la
poblacién en zonas de la ciudad consolidada y la profundizacién en proce-
sos de segregacion social, los déficits o inadecuacién de los equipamientos
a las necesidades dindmicas de una poblacién (falta de flexibilidad del pla-
neamiento) que cambia sus prioridades y necesidades no son siempre bien
atendidos ni afrontados por el planeamiento. Frecuentemente, el planeamiento
urbanistico olvida la ciudad consolidada salvo para fijar su aprovechamiento,
habitualmente al alza con las consecuencias que ello tiene para el parque
edificado existente. La vivienda, en tales entornos urbanos precisados de rege-
neracién, deja de ser adecuada para satisfacer las necesidades de la poblacién
que la ocupa, incluso aunque su estado de conservacién sea aceptable, vy,
frecuentemente, presenta problemas serios de accesibilidad (falta de ascenso-
res) y evidentes de eficiencia energética (sistemas de calefaccién inexistentes u
obsolescentes, aislamientos inexistentes o degradados). Tales entornos, cuando
existe presién y dificultades de acceso, pueden acabar generando problemas
extremos de lo que la normativa catalana del derecho a la vivienda denomina
uso inadecuado de la vivienda, ya sea su abandono, ya la sobreocupacién
del parque edificado y el deterioro de la convivencia. Asimismo, la ausencia
de un adecuado seguimiento social, desde la perspectiva de la poblacién, o
patrimonial, desde la perspectiva de la edificacién, genera prdcticas coactivas
como el mobbing inmobiliario y acelera procesos de gentrificacién.

Si los problemas actuales de la ciudad consolidada, en parte debidos a
la expansién hacia la periferia acaecida en los Gltimos afos, en parte a pro-
cesos demogrdficos de migracién y envejecimiento dificiles de revertir, resultan
bastante evidentes, no lo son tanto las soluciones propuestas a los mismos.
Estas son diversas y se han centrado tanto en modificaciones de la regulacién
urbanistica de los cascos en el planeamiento con objeto de hacer mds atractiva
la promocién inmobiliaria de nueva planta en ellos, como en politicas gestoras
de los procesos de rehabilitacién de edificios y regeneracién urbana o de
movilizacién del parque de vivienda vacia existente.

Desde la primera perspectiva, a mi juicio, cabe afirmar la exposicién de
la ciudad existente a ofro tipo de insostenibilidad interior, no menos dafina y
con efectos directos sobre la poblacién que ocupaba los cascos histéricos. La
artificiosa y voluntarista alteracién de normas urbanisticas y, en particular, de las
normas zonales que le afectan para incrementar, y mucho, su aprovechamiento,
constituye en la prdctica y en defecto de medidas efectivas de proteccién de la
edificacién existente, una agresién a la ciudad histérica, abocada a la piqueta y
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a la reedificacién. Tales cambios se concretan, a la postre, en el aumento de la
edificabilidad y el cambio de la tipologia de vivienda, pasando habitualmente
de unifamiliar adosada o en hilera a plurifamiliar en bloque. Una fisonomia
urbana de baja mds una o, ocasionalmente, bajo cubierta, deja paso a baja
mds dos, baja mds tres o incluso mayores alturas y aprovechamientos. El solar
que albergaba una familia pasa a albergar a seis. La estética urbana que la
historia habia impuesto deja paso a una ciudad deconstruida permitida por
el plan, a una especie de cacofonia urbana que Gnicamente el tiempo, de
nuevo, podrd armonizar.

La insostenibilidad de esta ciudad radica en la ausencia de reordenacién
del viario y los espacios libres, en la omisién de mayores dotaciones o en la
reflexién sobre la capacidad de las existentes para dar respuesta a las nece-
sidades actuales de la poblacién o a las previsibles de la que puede llegar
a incorporarse o, aun cuando la magnitud de la poblacién lo exija y existan
problemas de movilidad, sobre la falta de sistemas de transporte publico efi-
cientes. El régimen de las actuaciones de dotacién, modalidad de actuacién de
transformacién urbanistica cuyo objeto es incrementar las dotaciones piblicas
de un dmbito de suelo urbanizado para reajustar su proporcién con la mayor
edificabilidad o densidad o con los nuevos usos asignados en la ordenacién
urbanistica a una o mds parcelas del dmbito cuando no requieran la reforma
o renovacién de la urbanistica de éste [art. 14.1.b) LS], podria resultar otil
en supuestos de revisién o modificacién de planes generales con sustanciales
incrementos de aprovechamiento mediante la alteracién de las normas zona-
les en el sentido anteriormente expuesto o la realizacién de modificaciones
aisladas (ROGER FERNANDEZ, 2011: 21-25). Es muy importante, en todo caso,
distinguir estas actuaciones de dotacién de las actuaciones de reforma inte-
rior cuyo régimen, por sus propias caracteristicas y cargas, debiera resultar
necesariamente mds flexible [arts. 14.1.0,2 y 16 LS]. Las primeras, al poner
de manifiesto mayor aprovechamiento, exigen las correspondientes cesiones
dotacionales y de aprovechamiento tomando como base el incremento, aun
cuando sea con alternativas para el cumplimiento; las segundas, en cambio,
en la medida en que impliquen operaciones de cirugia urbana en las que el
equilibrio entre beneficios y cargas puede quedar seriamente comprometido,
pueden ver reducidas las cesiones y restantes cargas que han de soportar.

Por contra, estos procesos de densificacién que conducen a un uso mds
eficiente del suelo transformado urbanisticamente, adecuadamente regulados
y plasmados en un planeamiento que atienda a toda la variada problemdtica
que generan pueden ser un magnifico camino para alcanzar objetivos como
la recuperacién urbanistica, social y econémica de determinados entornos, la
reurbanizacién del suelo evitando un mayor consumo de suelo y optimizando
su aprovechamiento, la generacién de vivienda de calidad, bien dotada, es
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decir con un programa adecuado a las necesidades de los ciudadanos, con
los servicios necesarios en los edificios e integrada en espacios urbanos con
los servicios y dotaciones precisos, y la reversién de procesos de segregacién
social sea de la indole que sea (generacional, econdmica, étnica...). Puede
también ser un instrumento eficaz para evitar la proliferacién de vivienda vacia
(al respecto, EsCAIEDO, GARRIDO y GORROTXATEGUI, 2011: 10-35), que se sitia
ahora como uno de los fines comunes de las politicas pdblicas para hacer el
medio urbano mds sostenible, eficiente y competitivo [art. 3.b) L3R]. Pero la
densificacién del suelo urbano, que requerird mayores servicios y dotaciones
para atender a la nueva poblacién, ha de computarse necesariamente como
crecimiento, en competencia con el ensanche, que debiera limitar salvo nece-
sidad acreditada. Al tiempo, la previsién de nuevos espacios urbanizables
debiera quedar condicionada en su extensién y aprovechamiento al logro
de la eficiencia, de manera que mayores densidades comportasen un menor
consumo de suelo.

Mejorar el aprovechamiento urbanistico de la ciudad consolidada, por
tanto, no es una alternativa rechazable en si misma. Puede resultar muy 0til en
moltiples supuestos e implica un uso mds eficiente de suelos incorporados a la
ciudad que, en ocasiones, estan infrautilizados evitando nuevos consumos de
suelo. Pero no puede ser la Unica accién para afrontar los problemas de la
ciudad existente. Es indispensable combinarla con el impulso decidido de la
rehabilitacién y la regeneracién urbana, basada en una regulacién adecuada
de la proteccién de la edificacién existente, la inspeccién técnica de edificios y
el deber de conservacién. De este modo, puede equilibrarse la légica tendencia
del sector inmobiliario al derribo de la edificacién existente para reedificar
en las mejores condiciones urbanisticas y econémicas con la conservacién de
nuestro patrimonio urbanistico e inmobiliario. A estas cuestiones, por su rele-
vancia y reciente regulacién, dedicaré los dos epigrafes siguientes.

VI. EL CAMINO HASTA UNA NORMATIVA DE REHABILITACION Y
REGENERACION URBANA

En los 0ltimos meses, muy probablemente como consecuencia del total
colapso del sector inmobiliario impulsor de la economia del pais en el Gltimo
siglo, que ha arrastrado en su caida a su soporte financiero, parece estar
superdndose, por fin, la percepcién social y normativa de la rehabilitacién
como politica accesoria de la urbanistica o de las politicas de vivienda (ALONSO
IBANEZ, 2012: 640-643). Por muy imperfecta que resultase la forma en que fue
inicialmente aprobada la nueva normativa de rehabilitacién y regeneracién
urbana, por discutibles que resultasen algunos de sus contenidos, tras la L3R
algunos de esos problemas se han superado, aunque hayan surgido ofros, y
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existe ya un cuerpo normativo que afronta la regulacién auténoma del régimen
juridico de la rehabilitacién. Asi, si desde una perspectiva fiscal se ha mejorado
el tratamiento de la rehabilitacién o reducido tipos de gravamen, desde la
operativa se trasladan al dmbito de la rehabilitacién y la regeneracién urbana
técnicas urbanisticas distributivas y expropiatorias impulsando comunidades
rehabilitadoras o regeneradoras al modo de las tradicionales comunidades
reparcelatorias del urbanismo de ensanche. Desde el punto de vista piblico, las
iniciativas expuestas impulsan una nueva cultura de planificacién de la ciudad
que incluya su regeneracién y no sélo su expansién. De nuevo, renovando
una constante en las politicas urbanas de nuestro pais, se trata de lograr que
el urbanismo conjugue el saneamiento y reforma interior, ahora en forma de
rehabilitacién y regeneracién urbana mucho menos agresiva con la propia
ciudad que antafio, con el ensanche.

No es extrafio, por estas y ofras razones, que hayan sido mdltiples las
normas que en los Gltimos afios y hasta la reciente aprobacién de la L3R han
abordado la rehabilitacién y la regeneracién urbana. La gran caida de la
actividad inmobiliaria de urbanizacién y promocién de vivienda de nueva
construccién reforzé la rehabilitacién de edificios y viviendas y la regeneracion
urbana como nuevos nichos de negocio que, ademds, fueron impulsados desde
los planes de vivienda en ejecucién que chocaron en sus objetivos de vivienda
protegida de nueva construccién con la ausencia de crédito y, en cambio,
alcanzaron elevados niveles de ejecucién en las lineas de rehabilitacién, tanto
aislada como en dreas, ya fuesen de rehabilitacién integrada o de casco histé-
rico del dltimo plan estatal completado. Abundando y tratando de reforzar esa
reorientacién, querida ademds por el sector que ve en ella «una oportunidad
para lograr paliar, a corto plazo, las consecuencias de la caida del subsector
de la edificacién y, a medio, sentar las bases de una economia sostenible de
la actividad constructiva de reforma y rehabilitacién» (CEOE, 2010: 17-19) se
aprobaron en los Gltimos afios diversas medidas en la materia incorporadas a
la Ley 19/2009, de 23 de noviembre, de medidas de fomento y agilizacién
procesal del alquiler y de la eficiencia energética de los edificios, la LES, el
Real Decreto-ley 6/2010, de 9 de abril, de medidas para el impulso de la
recuperacién econémica y el empleo, el Real Decreto-ley 5/2011, de 29 de
abril, de medidas para la regularizacién y control del empleo sumergido y
fomento de la rehabilitacién de viviendas, y el Real Decreto-ley 8/2011, de
1 de julio, de medidas de apoyo a los deudores hipotecarios, de control del
gasto publico y cancelacién de deudas con empresas y auténomos contraidas
por las entidades locales, de fomento de la actividad empresarial e impulso
de la rehabilitacién y de la simplificacién administrativa.

Algunas de tales medidas, que se analizan a lo largo del presente trabajo,
proceden de un borrador de anteproyecto de Ley de calidad y sostenibilidad del
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medio urbano de 2011 (ALMU en adelante), que no prosperd, pero que sirvié
de base a un nuevo borrador de anteproyecto, ya tras el cambio de Gobierno,
el Anteproyecto de Ley de rehabilitacién, regeneracién y renovacién urbanas
cuya primera versién se feché a junio de 2012 (se cita como ALRU), que ha
dado como resultado la L3R. Concebida como norma complementaria de la
LS, la primera de dichas propuestas proponia garantizar la calidad y sostenibi-
lidad del medio urbano mediante la aplicacién de un sistema de indicadores o
criterios bdsicos minimos, procedentes en gran medida del Libro blanco de la
sostenibilidad en el planeamiento urbanistico espariol, que habrian sido objeto
especifico de las evaluaciones e informes ambientales, territoriales y de movili-
dad a las que estd sujeto el planeamiento. En tal contexto ya el ALMU proponia
trasladar al medio urbano, a la ciudad existente si se prefiere, el estatuto de
propietarios y ciudadanos ya establecido en la LS. Légicamente, el centro de
atencién en el ALMU no era el desarrollo mediante la urbanizacién del suelo
sino una exigente regulacién de los deberes de conservacién, por un lado, y
mejora y rehabilitacién, por otro, y optimizar en la mayor medida posible los
procedimientos para exigir su cumplimiento, que podria corresponder a los mis-
mos propietarios o titulares de derechos de uso individualmente considerados,
a las comunidades o cooperativas de propietarios, respecto de los elementos
comunes o a la administracién, subsidiariamente en caso de incumplimiento,
pudiendo elevarse en este caso el alcance econémico del deber de conser-
vacién. En estrecha conexién con lo anterior el ALMU incorporaba también
una regulacién de la inspeccién técnica de edificios que habia de aplicarse
en los municipios capitales de provincia, con poblacién superior a veinticinco
mil habitantes y en aquellos que las Comunidades Auténomas incluyesen en
las dreas o entornos metropolitanos que pudiesen delimitar o, en general, en
cualesquiera ofros que estas sefialasen. Tal regulacién fue establecida luego
mediante el Real Decretoley 8/2011 (arts. 21 y 22) y estd en la base de la
regulacién del informe de evaluacién de los edificios de la L3r (arts. 4 a ).

Pero quizd la propuesta més novedosa del ALMU, que lo convierte en
antecedente directo del ALRU y de la propia L3R, fue la referente al régimen
juridico de la rehabilitacién edificatoria y la regeneracién urbana, a la que
dedicé su titulo II. Las actuaciones de rehabilitacion edificatoria conjunta eran
las intervenciones para la conservacién, mejora o rehabilitacién de los edi-
ficios y, en su caso, de los espacios comunes privativos vinculados a éstos,
que estén incluidos en &mbitos, continuos o discontinuos, delimitados por la
Administracién. Las actuaciones de regeneracién urbana se configuraban, en
cambio, como el conjunto de intervenciones desarrolladas mediante planes,
programas u ofros instrumentos reguladores, referidas a un dmbito homogé-
neo expresamente delimitado, que en todo caso articulasen intervenciones de
conservacién, mejora o rehabilitacién de edificios, especialmente los de uso
residencial, con la mejora de la urbanizacién del espacio poblico y/o las
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dotaciones. Las actuaciones de regeneracién urbana se cualificaban por ser
integradas cuando, ademdés de su objeto general, articulasen medidas sociales,
ambientales y econémicas sobre su dmbito y se hallasen enmarcadas en una
estrategia municipal global y unitaria formulada mediante planeamiento urba-
nistico o un instrumento de regeneracién urbana integrada (art. 12.1 ALMU).
En la LES y el Real Decreto-ley 8/2011 se incorporaron con variantes y no sin
contradicciones algunos de estos conceptos.

De manera mds sencilla y clara, sin duda, el ALRU distinguia las actua-
ciones de rehabilitacién edificatoria, integradas por las obras y trabajos de
mantenimiento e intervencién en los edificios existentes, sus instalaciones y
espacios privativos vinculados a los mismos, de las actuaciones de regeneracién
urbana, que junto a las obras de rehabilitacién edificatoria afectan a la urbani-
zacién material del dmbito de que se trate, y de las actuaciones de renovacién
urbana, que define como las de reurbanizacién del dmbito correspondiente
y la realizacién de obras que afecten a la urbanizacién material del dmbito,
vinculadas a la ejecucién de obras de edificacién en las que predominen las
de nueva construccién en sustitucién de la edificios previamente demolidos
(art. 8). Puede detectarse una cierta atenuacién del cardcter integral de las
actuaciones de regeneracién urbana, muy presente en los arts. 110 LES y
17.1 Real Decretoley 8/2011, tanto al identificar los dmbitos en los que han
de desarrollarse como al concretar las acciones que han de llevarse a cabo,
incluyendo medidas sociales, ambientales y econémicas.

Puede afirmarse que la aprobacién de la L3R constituye un hito funda-
mental en la construccién de nuevas politicas de intervencién sobre el medio
urbano y la ciudad y la edificacién existentes. Desde el ALMU hasta la L3R
fueron varias las normas aprobadas en esta materia, siempre de cardcter
fragmentario, contradictorio en ocasiones. La L3R, en cambio, tiene mayor
potencial integrador y precisién conceptual que las normas que deroga, aun
cuando la barrera entre la LS y la nueva regulacién que establece formalmente
se mantenga, dando lugar a la fragmentacién de la regulacién en materias
fundamentales como el deber de conservacién. Conceptualmente, el objeto de
las actuaciones que regula la L3R son las actuaciones sobre el medio urbano,
definidas «como aquellas que tienen por obijeto realizar obras de rehabilitacién
edificatoria, cuando existan situaciones de insuficiencia o degradacién de los
requisitos basicos de funcionalidad, seguridad o habitabilidad de las edificacio-
nes, y de regeneracién y renovacién urbanas, cuando afecten, tanto a edificios,
como a tejidos urbanos, pudiendo llegar a incluir obras de nueva edificacién en
sustitucién de edificios previamente demolidos» (art. 7.1 L3R). Las actuaciones
de regeneracién y renovacién urbanas tendrdn, ademds, cardcter integrado
cuando articulen medidas sociales, ambientales y econédmicas enmarcadas en
una estrategia administrativa global y unitaria (art. 7.2 L3R).
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Tanto el ALMU, el ALRU, la LES y el Real Decreto-ley 8/2011, primero,
como la L3R, después, han tratado de introducir la méxima flexibilidad en la
gestién de unas y ofras actuaciones ampliando su base subjetiva otorgando
el protagonismo a las comunidades y agrupaciones de comunidades de pro-
pietarios, a cooperativas o incluso a agrupaciones forzosas (arts. 14 a 17
ALMU; 9y 16 ALRU; 8 y 15 L3R), regulando su financiacién incorporando los
créditos refaccionarios (arts. 18 y 19 ALMU; disposicién adicional séptima,
entre ofros preceptos, ALRU; desaparecida en la L3R) y arbitrando férmulas
especificas de cooperacién interadministrativa (arts. 20 y 21 ALMU; 18 y 19
ALRU; 16 a 19 L3R).

VIl. SUJETOS DE LA REHABILITACIC')N.’PROPIEDAD, PROMOCION Y,
UNA VEZ MAS, EQUIDISTRIBUCION.

1. Propiedad y deber de conservacion. Hacia el deber de reha-
bilitar

Casi en todas las ciudades espafiolas un observador atento y conocedor
razonable del régimen juridico del deber de conservacién y la ruina podria
identificar algin inmueble cuyo propietario estd promoviendo, por accién u
omisién, la ruina en cualquiera de sus modalidades. Ciertamente, el propio
Tribunal Supremo, acaso cegado acriticamente por su propia jurisprudencia
sobre el cardcter factico de la situacién legal de ruing, llegé a afirmar que «la
ruina es la mera constatacién objetiva de una situacién, independientemente de
las causas dolosas o culposas que hubieran dado lugar a ella, respecto de las
cuales podrén emplearse distintos medios de defensa al objeto de impedir los
efectos propios de la correspondiente declaracién o de lograr un resarcimiento
por los que sean inevitables, mas nunca utilizarlas como motivos excluyentes
de su declaracién» [SSTS de 28 de diciembre de 1994 (Arz. 10398), 18 de
marzo y 1 de abril de 1996 (Arz. 2036 y 2931), 27 de enero de 1998 (Arz.
1879). Se cita la de 18 de marzo de 1996].

Pero si la afirmacién del Tribunal Supremo resultaba coherente con la nor-
mativa entonces vigente, obviando posibles apelaciones al abuso de derecho,
no debiera ocultarse que tales conductas, torticeramente dirigidas a lograr el
incumplimiento del fin para el que la ley impuso el deber de conservacién
utilizando la situacién legal de ruina, producen dafios concretos a terceros,
los ocupantes del inmueble arruinado, y a los intereses generales, en forma
de destruccién del legado urbanistico y edificatorio del pais. Son ya muchas
las normas autondmicas que han tratado de salir al paso de esas practicas.
Llega ahora el turno del Estado, gracias a la nueva percepcién de las politicas
urbanas, imbuidas ahora en sostenibilidad y regeneracién introduciendo esti-
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mulos fiscales, en forma de reduccién de impuestos indirectos y desgravaciones
en el impuesto sobre la renta de las personas fisicas, y regulando desde sus
competencias la rehabilitacién de edificios y la regeneracién urbana.

El régimen tradicional del deber de conservacién y la ruina no ha resul-
tado del todo eficaz ni para garantizar la efectiva conservacién del parque
edificado, que era abandonado a su suerte en los periodos de expansién, ni
para preservar los derechos de la poblacién existente en los cascos histéricos,
que se han visto sometidos a procesos de gentrificacién, en las mejores zonas,
con acoso inmobiliario en muchas ocasiones, o de sobreocupacién, en muchas
otras menos atractivas para la promocién. Especialmente preocupante ha sido,
por sus efectos sociales y por la poblacién que habitualmente lo sufria, el acoso
inmobiliario, que se plasma en précticas coactivas y en el incumplimiento mds
o menos manifiesto del deber de conservacién que incumbe a los propietarios
para lograr, ruina mediante, la extincién de contratos de arrendamiento. En
los momentos dlgidos del ciclo no escaseaban précticas absolutamente recha-
zables, incluso muy posiblemente delictivas por coactivas, como el deterioro
deliberado de elementos estructurales de inmuebles parcialmente ocupados
por inquilinos a los que se queria expulsar, la ocultacién de fachadas tras
lonas protectoras en procesos de restauracién que no se iniciaban o concluian
nunca, aun cuando se contase con licencia urbanistica, o prdcticas andlogas.
El garantista derecho urbanistico actuaba en estos supuestos a favor de los
acosadores, amparados por plazos para la ejecucién de las licencias que
solicitaban e incumplian, y la lentitud del poder judicial, del todo ineficaz para
hacer frente répidamente al acoso.

La normativa urbanistica y de vivienda de diferentes Comunidades (Comu-
nidad Valenciana, Madrid, Castilla-La Mancha, Canarias, Extremadura, Ando-
lucia, Castilla y Ledn y Aragén) ha avanzado imponiendo regulaciones en esta
materia que dificultan la utilizacién del régimen del deber de conservacién y
ruina en manifiesto fraude de ley y perjuicio de terceros, asi como la incorrecta
utilizacién del parque edificado (TEJEDOR BELsA, 1999: 231-232; GARCIA ALVAREZ,
2007: 43-52). El carécter factico de la situacién legal de ruina, repetidamente
declarado por el Tribunal Supremo, ha hecho que ninguna relevancia tenga la
conducta del propietario del inmueble, aun con dolo, determinante de la ruina
(por todas, Sentencias del Tribunal Supremo de 28 de diciembre de 1994, Arz.
10398, y 18 de marzo de 1996, Arz. 2931). El régimen juridico tradicional
de la ruing, y las dificultades para hacer efectivo el deber de conservacién,
han sido un caldo de cultivo adecuado para el acoso inmobiliario.

La normativa estatal traté también de paliar en alguna medida esta situa-
cién, en un primer momento mediante la LES (art. 111) y el Real Decreto-ley
8/2011 (arts. 17 a 22) y, tras él, a través de la reforma de la LS por la L3R

(disposicién final duodécima de ésta, que da nueva redaccién al art. 9 LS).
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En concreto, en lo que respecta al deber de conservacién, el Real Decreto-
ley 8/2011 previé la posibilidad de imponer actuaciones de conservacién,
mejora y regeneracién urbana en los dmbitos continuos o discontinuos que
delimitase la administracién (art. 18.1). La rehabilitacién englobaba, pues, las
actuaciones de conservacién, entendiendo por tales las reparaciones y obras
precisas para mantener un inmueble en las condiciones de habitabilidad,
seguridad, salubridad, accesibilidad y ornato; las de mejora, en conexién
con el articulo 111 LES, que comprendian las que se realizasen por motivos
turisticos o culturales o, en general, por motivos de calidad o sostenibilidad
del medio urbano; y las de regeneracién urbana, en relacién con el articulo
110 LES, que se desarrollaban sobre dmbitos urbanos vulnerables, obsoletos
o degradados, alcanzando tanto a la urbanizacién y a las dotaciones como a
los edificios, orientadas a alcanzar la efectividad de los principios de cohesién
territorial y social, eficiencia energética y complejidad funcional (art. 17.1 Real
Decreto-ley 8/2011).

La normativa reciente ha tratado de introducir una mayor precisién y
coherencia conceptual en materia de rehabilitacién, incluyendo en tal concepto
genérico un gran nimero de especies que quedarian bajo su dmbito y podrian
gestionarse mediante las nuevas técnicas operativas que se regulan. Hasta la
simplificacién realizada mediante la L3R la situacién, sin embargo, no habia
mejorado en exceso, frustrando las aspiraciones del sector inmobiliario. Aun
queda recorrido, no obstante, para la unificacién de conceptos mediante una
adecuada coordinacién conceptual con la normativa fiscal, en conjunto, e
incluso entre normas fiscales especificas como las reguladoras del impuesto
sobre la renta de las personas fisicas o el impuestos sobre el valor afadido
(CEOE, 2010: 41-42, y 2013: 23-25).

En cualquier caso, puede afirmarse que el deber de conservacién, tras
la L3R y su reforma de la LS, avanzando en la senda marcada por normas
anteriores, ha quedado notablemente realzado en la normativa estatal que,
ademds de incorporar una concreta regulacién de su limite legal, que cifra en
«la mitad del valor actual de construccién de un inmueble de nueva planta,
equivalente al original en relacién con las caracteristicas constructivas y la
superficie 0til, realizado con las condiciones necesarias para que su ocupa-
cién sea autorizable o, en su caso, quede en condiciones de ser legalmente
destinado al uso que le sea propio», lo extiende cualitativamente para cubrir
las condiciones legales de «seguridad, salubridad, accesibilidad universal y
ornato legalmente exigibles, asi como realizar obras adicionales por motivos
turisticos o culturales, o para la mejora de la calidad y sostenibilidad del medio
urbano» (art. 9.1 LS), incorporando asi en su dmbito, entre otras, las obras
para la mejora de la eficiencia energética de la edificacién (art. 10 L3R).
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2. Rehabilitacién, propiedad y libertad de empresa. Obligacién
e iniciativa

La transformacién del sector de la construccién en Espafia es una condicién
imprescindible para una recuperacién econémica saneada. Resultaria irrespon-
sable insistir en un sistema que, como al actual, abocaria al pais en el futuro a
nuevas burbujas financieras e inmobiliarias basadas en crecimientos irreflexivos
del suelo urbanizable o urbanizado que el mercado no puede absorber en
plazos razonables, un sistema que, por lo demds, bancos y cajas no pueden
financiar sosteniblemente ni las administraciones pUblicas mantener razonable-
mente. Para ello, es esencial transformar las politicas urbanas, y urbanisticas,
atendiendo las exigencias del principio de desarrollo sostenible mediante indi-
cadores concretos que permitan evaluar su eficacia, eficiencia y sostenibilidad
econdémica, territorial, social y ambiental conforme a las propuestas plasmadas,
por ejemplo, en el Libro blanco de la sostenibilidad del planeamiento urbanis-
tico en Espafa. No se trata simplemente de impedir un modelo de negocio
inmobiliario y de ejercicio de las potestades piblicas de ordenacién ferritorial
y urbanistica como el vigente en la que se ha dado en llamar «década prodi-
giosa», sino de plantear alternativas concretas a un sector que estd inmerso en
un proceso de reconversién mds que en una simple crisis.

Parece indispensable promover y potenciar la conversién de la rehabili-
tacién, en todas sus modalidades, en el fundamental dmbito de negocio para
un sector inmobiliario que, como el espafiol, estd en riesgo de total colapso,
si no colapsado. Los planes generales pueden programar la regeneracién de
la ciudad y vincular la plusvalia del crecimiento o de la densificacién a la
ejecucién de las actuaciones de rehabilitacién y regeneracién urbana. A este
respecto, aun cuando sea mediante instrumentos impulsados desde las politicas
de vivienda cuyas propuestas, poco a poco, el planeamiento urbanistico va
haciendo suyas resultan extremadamente interesantes las diversas iniciativas
de regeneracién urbana de barrios impulsadas en diversas Comunidades,
a algunas de las cuales se ha aludido anteriormente. El volumen de ayudas
pUblicas preciso para impulsar inicialmente estas actuaciones y mostrar su
viabilidad no debe ocultar su posible rentabilidad social, urbanistica y, con
las debidas cautelas, econémica.

Al igual que se han puesto de manifiesto desequilibrios entre las moda-
lidades de acceso a la vivienda que es conveniente corregir, el sector de la
rehabilitacién residencial tiene en Espafia un peso inferior al que posee en el
entorno europeo y la regeneracién urbana constituye, salvo atendiendo a las
iniciativas publicas més recientes, un dmbito extrafio al sector inmobiliario. No
existe un sector profesional de los procesos de regeneracién urbana integrada
o rehabilitacién de edificios. La normalizacién del sector de la construccién
residencial, volviendo a cifras de produccién de vivienda acordes con las nece-
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sidades del pais, debe ir acompafada de un crecimiento sostenido del sector de
la rehabilitacién y regeneracién urbana. Al respecto, anticipando la propuesta
de la Comisién Europea en la citada Comunicacién al Parlamento Europeo y al
Consejo [COM(2012) 433final, de 31 de julio de 2012] sobre «estrategia para
una competitividad sostenible del sector de la construccién y de sus empresas,
resultan de gran interés las aportaciones del grupo de trabajo sobre rehabili-
tacién que propone un plan de accién para la reconversién del sector de la
promocién inmobiliaria hacia la rehabilitacién que podria permitir, a su juicio,
que diez millones de viviendas estuviesen rehabilitadas en Espafia en 2050, con
una inversién de ciento sesenta mil millones de euros en eficiencia energética
y un ahorro acumulado en 2030-2050 de trescientos mil millones de euro por
eficiencia energética y emisiones (CuCHi y SWEATMAN, 2011: 46-49). En términos
de empleo, cuantifican dieciocho empleos nuevos estables por cada millén de
euros invertido en renovacién de viviendas (CUCHI y SWEATMAN, 2011: 45).

Pero la llamada al sector inmobiliario a la actividad de rehabilitacién no
debe alterar la l6gica de su regulacién, basada en la proyeccién del deber de
conservacién sobre la ciudad y la edificacién. El legislador espafiol ha querido
que el deber de conservacién sea a la rehabilitacién lo que histéricamente los
deberes de urbanizar y edificar han sido en la expansién. Es por ello que la
realizacién de las obras resultantes de las actuaciones sobre el medio urbano
(art. 7.1 L3R) incumbe prima facie a los propietarios, las comunidades de pro-
pietarios, las agrupaciones de comunidades de propietarios o las cooperativas
de viviendas, siempre como resultado de la propiedad, e incluso, también por
ese titulo, a las Administraciones pUblicas «cuando afecten a elementos propios
de la urbanizacién y no exista el deber legal de los propietarios de asumir
su costex (art. 8 L3R). Es también por esa vinculacién entre propiedad y reha-
bilitacién, mediante el deber de conservacién, por la que «la iniciativa para
proponer la ordenacién de las actuaciones de rehabilitacién edificatoria y las
de regeneracién y renovacién urbanas, podrd partir de las Administraciones
Péblicas, las entidades publicas adscritas o dependientes de las mismas y los
propietarios. En concreto, estardn legitimados para ello las comunidades y
agrupaciones de comunidades de propietarios, las cooperativas de vivienda
constituidas al efecto, los propietarios de terrenos, construcciones, edificaciones
y fincas urbanas, los titulares de derechos reales o de aprovechamiento, y las
empresas, entidades o sociedades que intervengan en nombre de cualesquiera
de los sujetos anteriores» (art. 9.1 L3R). Asimismo, también la propiedad sub-
yace en la prioridad de las actuaciones que «partan bien de la iniciativa de los
propios particulares incluidos en el dmbito, bien de una amplia participacién
de los mismos en ella» (art. 9.2 in fine L3R).

Esta regulacién de la promocién de la iniciativa para la ordenacién de
las actuaciones de rehabilitacién o renovacién urbana permite evitar bloqueos
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derivados de la aplicacién del régimen de propiedad horizontal y abrir estas
actuaciones a la iniciativa empresarial, cohonestédndola con la propiedad, algo
que suscité un intenso debate en relacién con la obra de urbanizacién. Veamos
cémo logra tales objetivos. En primer lugar, frente a la tradicional atribucién
del deber de conservacién al propietario, actualmente estdn obligados a la
realizacién de las actuaciones de conservacién, mejora y regeneracién, hasta
donde alcance el deber legal de conservacién, tanto los propietarios como los
titulares de derechos de uso otorgados por ellos, en la proporcién acordada en
el correspondiente contrato o resultante de los criterios subsidiarios legalmente
establecidos, las comunidades de propietarios y, en su caso, las agrupaciones
de comunidades de propietarios o cooperativas de propietarios, con respecto
a los elementos comunes de la construccién, el edificio o complejo inmobiliario
y de los condominios [art. 8.a) L3R]. Para ello se han introducido relevantes
modificaciones en la normativa sobre propiedad horizontal, entre otras, que
facilitan la promocién.

Ademds, resulta destacable la amplia habilitacién legal a comunidades y
agrupaciones de comunidades para actuar en derecho realizando cualesquiera
operaciones inmobiliarias, incluso crediticias, relacionadas con los deberes que
se les imponen. Deberdn constituir un fondo de conservacién, mejora y regenera-
cién para cubrir los impagos que pudieran producirse, ser beneficiarias directas
de cualesquiera medidas de fomento, simplificéndose asi notabilisimamente su
gestion administrativa, otorgar por si solas escrituras de modificacién del régi-
men de propiedad horizontal relativas a elementos comunes o privativos para
ajustarlo al resultado de la actuacién de que se trate o actuar, en el seno de los
procedimientos de gestién de las actuaciones de rehabilitacién, como fiduciarias
con pleno poder dispositivo sobre los elementos comunes del edificio o complejo
inmobiliario y las fincas pertenecientes a los propietarios que las integran de
acuerdo con los estatutos (art. 15.3 L3R). Esta habilitacién contribuye también
a simplificar los problemas en la gestién de subvenciones piblicas que, de ser
asignadas individualmente a los comuneros y no globalmente a la comunidad,
pueden resultar en extremo ineficientes al perjudicar la situacién de alguno o
algunos de los comuneros al conjunto [art. 15.3.¢) L3R].

Por dltimo, se ha establecido que «la participacién en la ejecucién de las
actuaciones previstas en esta Ley se producird, siempre que sea posible, en un
régimen de equidistribucién de cargas y beneficios» otorgdndose de este modo
preferencia a esta forma de gestién de las actuaciones sobre el medio urbano
[art. 15.2 y 10.2.q) L3R], tendiendo presente, ademds, que «la conformidad o
autorizacién administrativas correspondientes a cualesquiera de las actuaciones
referidas en el apartado 1, determinard la afeccién real directa e inmediata,
por determinacién legal, de las fincas constitutivas de elementos privativos de
regimenes de propiedad horizontal o de complejo inmobiliario privado, cual-
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quiera que sea su propietario, al cumplimiento del deber de costear las obras.
La afeccién real se hard constar mediante nota marginal en el Registro de la
Propiedad, con constancia expresa de su carécter de garantia real y con el
mismo régimen de preferencia y prioridad establecido para la afeccién real al
pago de cuotas de urbanizacién en las actuaciones de transformacién urbanis-
tica» (art. 12.2 L3R). Por esa via se prevé que estén también legitimados para
participar en las actuaciones de renovacién y rehabilitacién urbanas, junto a
las personas y entidades ya seialadas, desarrollando previsiones recogidas en
normas urbanisticas de diversas Comunidades Auténomas (Comunidad Valen-
ciana, Aragén, entre ofras), empresas, entidades o sociedades no propietarias
(art. 15.1 L3R), que podrdn asumir, tanto en la gestién directa por concurso
como en la indirecta por los propietarios, la realizacién a su costa de la tota-
lidad de las obras a cambio de la cesién de parte determinada del edificio
rehabilitado [arts. 10.2.a), 11.c) y 13.3 L3R]. De este modo, se da entrada
en la rehabilitacién y regeneracién urbana al agente rehabilitador, concebido
como empresario gestor de la misma, por cuenta de los propietarios y en virtud
del acto administrativo de otorgamiento en competencia de tal condicién.

En todo caso, la aplicacién conjunta de normas autonédmicas tendentes
a garantizar el cumplimiento del deber de conservacién convirtiendo la ruina
en excepcién que acaece a pesar del ejercicio diligente de dicho deber, que-
brando su carécter factico, con las medidas incorporadas en la L3R dirigidas a
resolver los bloqueos derivados de la normativa sobre propiedad horizontal y a
articular procedimientos técnico-juridicos que permitan imponer la rehabilitacién
y las medidas fiscales de estimulo y transparencia, puede abrir nuevas vias de
regeneracién de ciudades y pueblos y de negocio para el sector inmobiliario
y la construccién. En la diversificacién de la actividad estd su futuro y, proba-
blemente, el de nuestras ciudades y pueblos.

3. Propiedad horizontal y rehabilitacion. El problema de las mayo-
rias

La rehabilitacién no escapa a la naturaleza multifronte de la actividad
inmobiliaria muy directamente vinculada al régimen de propiedad horizontal.
De hecho, para la viabilidad de los novedosos procedimientos de gestidn, como
ha demostrado la prdctica, resultan esenciales las modificaciones introducidas
en la LPH. La Ley 19/2009 profundizé en la flexibilizacién del régimen de
mayorias para la adopcién de acuerdos iniciado por normas anteriores pre-
viendo uno especifico para supuestos no contemplados anteriormente de esta-
blecimiento o supresién de equipos o sistemas que tengan por objeto mejorar
la eficiencia energética o hidrica del inmueble que, incluso cuando supongan
la modificacién del titulo constitutivo o de los estatutos, podrdn ser acordados

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN 1133-4797, XV, Zaragoza, 2013, pp. 27-72 57



JULIO TEJEDOR BIELSA

con el voto favorable de las tres quintas partes del total de los propietarios
que, a su vez, representen las tres quintas partes de las cuotas de participacién
(17.3 LPH). En la misma linea avanzé la LES conforme a la cual las obras de
mejora de la calidad y sostenibilidad del medio urbano «tienen, a los efectos
de la Ley 49/1960, de 21 de julio, sobre propiedad horizontal, el cardcter
de necesarias que deben ser obligatoriamente costeadas por los propietarios
de la correspondiente comunidad o agrupacién de comunidades, no siéndoles
de aplicacién las reglas del articulo 17 de dicha Ley y debiéndose limitar el
acuerdo de la Junta correspondiente a la distribucién de la derrama pertinente
y la determinacién de los términos de su abono» (art. 111.2 LES).

La L3R incluye inequivocamente entre las obras obligatorias, que no requie-
ren acuerdo previo de la Junta de Propietarios, impliquen o no modificacién
del titulo constitutivo o de los estatutos, cuando vengan impuestas por las
administraciones publicas o solicitadas a instancia de los propietarios, «los
trabajos y las obras que resulten necesarias para el adecuado mantenimiento
y cumplimiento del deber de conservacién del inmueble y de sus servicios e
instalaciones comunes incluyendo en todo caso [...] cualesquiera otras deri-
vadas de la imposicién, por parte de la Administracién, del deber legal de
conservacién», «las obras y actuaciones que resulten necesarias para garantizar
los ajustes razonables en materia de accesibilidad universal [...]» [art. 10.1.a) y
b) LPH). De igual modo, se consideran obligatorias «la ocupacién de elementos
comunes del edificio o del complejo inmobiliario privado durante el tiempo
que duren las obras a las que se refieren las letras anteriores», «la construc-
cién de nuevas plantas y cualquier otra alteracién de la estructura o fabrica
del edificio o de las cosas comunes, asi como la constitucién de un complejo
inmobiliario, tal y como prevé el articulo 17.4 del texto refundido de la Ley de
Suelo, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, que
resulten preceptivos a consecuencia de la inclusién del inmueble en un dmbito
de actuacién de rehabilitacién o de regeneracién y renovacién urbanax y «los
actos de divisién material de pisos o locales y sus anejos para formar otros
més reducidos e independientes, el aumento de su superficie por agregacién
de otros colindantes del mismo edificio, o su disminucién por segregacién de
alguna parte, realizados por voluntad y a instancia de sus propietarios, cuando
tales actuaciones sean posibles a consecuencia de la inclusién del inmueble
en un dmbito de actuacién de rehabilitacién o de regeneracién y renovacién
urbanas» [art. 10.1.¢c), d) y ) L3R].

Priman en la L3Ry, tras ella, en la LPH, el deber de conservar y rehabilitar
conforme a lo establecido en la nueva norma sobre las condiciones subjetivas de
los obligados, lo cual puede plantear no pocos problemas, teniendo presente las
caracteristicas de la poblacién afectada, la aplicacién de la légica equidistribu-
tiva y, conforme a la misma, que «los pisos o locales quedardan afectos al pago
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de los gastos derivados de la realizacién de dichas obras en los mismos términos
y condiciones que los establecidos en el articulo 9 para los gastos generales»,
asi como que «los propiefarios que se opongan o demoren injustificadamente la
ejecucién de las érdenes dictadas por la autoridad competente responderdn indi-
vidualmente de las sanciones que puedan imponerse en via administrativax [arts.
12.2 y 10.2.¢) y b) LPH]. Si no resulta habitual la ejecucién sobre el inmueble
afecto, no parece que vaya a serlo, sin graves costes sociales al menos, cuando
derive de la ejecucién de actuaciones de rehabilitacién o regeneracién urbana.
No obstante, si se advierte la posibilidad de que la gestién de tales actuaciones
puede ser asumida por empresas no propietarias, constituyendo asociaciones
administrativas que se regirdn por la normativa aplicable a las entidades urbao-
nisticas colaboradoras, los problemas pueden agudizarse.

Resulta sorprendente la escasa atencién que ha merecido esta cuestién a la
hora de concretar el contenido minimo de la memoria de viabilidad econémica
de estas actuaciones (art. 11 L3R), cuando las condiciones subjetivas de los
particulares incluidos en las mismas resultardn sin duda decisivas para garan-
tizar su viabilidad. Se limita la nueva norma a prever que la memoria deberd
incluir «el andlisis de la inversién que pueda atraer la actuacién y la justificacién
de que la misma es capaz de generar ingresos suficientes para financiar la
mayor parte del coste de la transformacién fisica propuesta, garantizando el
menor impacto posible en el patrimonio personal de los particulares, medido
en cualquier caso, dentro de los limites legales del deber de conservacién» [art.
11.c) L3R]. Resultard dificil, si no imposible, impulsar estas actuaciones contra
los mismos, a través de sanciones o ejecutando sus pisos o locales.

VIIl. PLANES, PROGRAMAS U OTROS INSTRUMENTOS ORDENA-
DORES

La cultura urbanistica espafiola, como las propias politicas de vivienda,
obligan a considerar la conveniencia de una adecuada programacién y plo-
nificacién, necesariamente precedida de estudios rigurosos, como una de las
fundamentales mejoras de las técnicas de gestidén de la regeneracién urbana
y la rehabilitacién, superando asi la tradicional postergacién de la ciudad
consolidada tras el ensanche propia de la legislacién urbanistica espafiola.
Para ello, las experiencias realizadas hasta el momento pueden constituirse
en un inestimable banco de pruebas, que pone de manifiesto la necesidad
imperiosa de abordar esto procesos desde una perspectiva integral, juridica,
econdmica, social y técnica que, ain mds, pone de manifiesto la necesidad de
programacién, de coordinacién del conjunto de actuaciones precisas para con-
servar y rehabilitar el tejido urbano y la edificacién existentes (en este sentido,
BRUQUETAS, MORENO y WALLISER, 2005: 49-63; Rusio DEL VAL, 2011: 18-20).
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Pieza clave de los Gltimos planes de vivienda ejecutados, que mantiene
el PEV, ha sido el establecimiento de medidas de fomento de la rehabilitacién,
tanto aislada como en dreas. Pero la perspectiva adoptada, como he sefalado
ya, era fundamentalmente estdtica, de una administracién que aportaba recur-
sos para impulsar unas actuaciones que correspondian a otros, que ni siquiera
estaban programadas de manera adecuada, algo que no se ha superado
totalmente con la L3R que sélo de forma muy indirecta alude al fomento y no
lo conecta con los planes cuatrienales de vivienda. Quizd tal forma de abor-
dar la regulacién del fomento de la rehabilitacién resultase coherente con una
legislacién urbanistica y de vivienda que han venido prestando histéricamente
poca atencién a la rehabilitacién (hoy comprensiva de conservacién, mejora y
regeneracién urbana) salvo, acaso, desde la perspectiva de la ordenacién de
las actuaciones de reforma interior. Y ello pese a la evidente conexién de la
accién rehabilitadora con técnicas urbanisticas como el deber de conservacién
y la ruina, entre otras (GONZALEZ VARAS, 1998: 169-204; TElEDOR BIELSA, 1999:
240-246; GArRCiA GArcia, 2000: 121-170; GARCIA-ALVAREZ, 2007: 96-102).
Los ¢ltimos planes de vivienda, al potenciar la rehabilitacién en dreas e incluir
disposiciones relativas a su gestién y objetivos, apuntaban ya modificaciones en
ese stafu quo. Pero hoy dia, superada la dispersién normativa, la L3R y el PEV
determinan un claro cambio de tendencia. Contamos con un completo régimen
juridico que determina, segin he expuesto, quiénes pueden ser promotores de
la rehabilitacién y hasta dénde alcanzan sus deberes en relacién con la misma,
pero también concreta en qué dmbitos, cémo se planifica o programa, cémo se
ejecuta y qué incidencia puede tener sobre elementos comunes de los edificios,
sobre elementos privativos o sobre espacios libres o de dominio pdblico.

La LES planteé implicitamente la identificacién en programas, planes u
otros instrumentos ordenadores de la rehabilitacién de construcciones y edificios
de los dmbitos afectados por las actuaciones de renovacién y rehabilitacién
urbanas (arts. 110.4 y 111.1 LES). El Real Decreto-ley 8/2011 exigi6 espe-
cificamente en relacién con las actuaciones de regeneracién urbana que la
administracién delimitase su dmbito, que podia ser continuo o discontinuo,
asi como de mera rehabilitacién edificatoria, pudiendo incluir en el mismo
intervenciones de demolicién, renovacién o sustitucién de viviendas o edificios
completos, siempre que no afectasen a mds del cincuenta por ciento de los
edificios, de las viviendas o de la edificabilidad (art. 18.1 Real Decreto-ley
8/2011). Una y ofra norma establecieron que actuaciones de renovacién y
rehabilitacién urbanas, por un lado, y actuaciones de rehabilitacién de regene-
racién urbana, por ofro, tendrian la consideracién de actuaciones de transfor-
macién urbanistica con los efectos establecidos en el articulo 14.1 TRLS2008
(arts. 18.1 in fine Real Decreto-ley 8/2011 y 110.2 LES, respectivamente). En
la LES parecia primar la intervencién en dreas sobre la aislada [art. 109.¢)
LES], algo légico si se pretende impulsar la regeneracién de la ciudad como
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esfuerzo colectivo, que confirmaba en gran medida la normativa posterior
(art. 17 Real Decreto-ley 8/2011) y que, sin embargo, se diluye una vez més
tras la L3R y el PEV. Estas acciones han de ser producto de la cooperacién
interadministrativa (art. 18 L3R), plasmada en su caso en los correspondientes
convenios (art. 17 y 13.3 in fine L3R).

La L3R, que deroga las anteriores, distingue los supuestos en los que ha
de alterarse la ordenacién urbanistica de aquellos otros en que no ocurra asi.
Para los primeros garantiza que «las actuaciones de rehabilitacién edificatoria
y las de regeneracién y renovacién urbanas que impliquen la necesidad de
alterar la ordenacién urbanistica vigente, observardn los trdmites procedimen-
tales requeridos por la legislacién aplicable para realizar la correspondiente
modificaciény, si bien, con propésito flexibilizador y agilizador, «tal legislacién
podré prever que determinados programas u otros instrumentos de ordenacién
se aprueben de forma simultdnea a aquella modificacién, o independientemente
de ella, por los procedimientos de aprobacién de las normas reglamentarias,
con los mismos efectos que tendrian los propios planes de ordenacién urba-
nistica». Para los segundos establece que «las actuaciones que no requieran
la alteracién de la ordenacién urbanistica vigente, precisaran la delimitacién
y aprobacién de un dmbito de actuacién conjunta, que podrd ser continuo o
discontinuo, o la identificacién de la actuacién aislada que corresponda, a
propuesta de los sujetos mencionados en el articulo anterior, y a eleccién del
Ayuntamiento» (art. 10.1 L3R).

Pieza bdsica en ambos casos constituye la memoria de viabilidad econé-
mica, que debe analizar urbanistica, econémica, financiera, temporalmente y
desde la perspectiva de la sostenibilidad para la hacienda piblica las actuc-
ciones a las que se refiera [art. 11 L3R]. El acuerdo de delimitacién, preciso
también en ambos supuestos, resulta clave para el proceso de gestién e incluird
el avance de equidistribucién y el plan de realojo temporal y definitivo, y de
retorno a que dé lugar, en su caso (art. 10.2 L3R). La ordenacién de estas
actuaciones resulta especialmente importante dado el alto nivel de recursos
pUblicos que deben comprometerse. Por ofra parte, la elaboracién de estos
planes o programas, y la gestién de estos procesos mediante oficinas per-
manentes, aporta impagables estudios de los entornos a los que afectan que
permiten perfeccionar las acciones piblicas y privadas y ordenarlas temporal-
mente. Resulta indispensable, desde esta perspectiva, lograr que una secuencia
coherente de intervencién en la ciudad consolidada. No puede abordarse todo
al mismo tiempo tras décadas de olvido.

Rehabilitacién, regeneracién y renovacién urbanas comparten objeto en
la mayoria de ocasiones y pueden reconocerse hoy como instrumentos funda-
mentales para la consecucién de un medio urbano sostenible. En los Gltimos
afos la aportacién intensiva de subvenciones piblicas a las acciones de reha-
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bilitacién de edificios y viviendas, aisladamente o en dreas, ha contribuido a
impulsar y extender cierta conciencia institucional y ciudadana en la materia.
El abandono histérico de la ciudad consolidada a las fuerzas del mercado ha
provocado el deterioro de los cascos histéricos y la falta de renovacién gene-
racional de sus habitantes. En la ciudad histérica han venido siendo comunes
viviendas con programas obsoletos o inadecuados, en edificios con redes y
servicios deteriorados o inservibles, sin ascensores, en entornos urbanos con
su urbanizacién envejecida y equipamientos limitados o que no responden a
las necesidades de una poblacién que ha cambiado sus caracteristicas por
el transcurso del tiempo. Frecuentemente, ademds, la poblacién residente en
dichos entornos es de avanzada edad y escasos recursos o, alternativamente,
presenta problemas sociales de indole muy diversa. En municipios en situacién
de regresién demogréfica la situacién todavia es mds grave pues, simplemente,
los cascos histéricos estdn vacios y un gran ndmero de viviendas abandona-
das a su suerte en procesos de deterioro progresivo. Todo ello ha hecho que
histéricamente la intervencién sobre ese parque edificado resulte més costosa
y menos atractiva que la continua expansién de la ciudad. Las normas citadas
tratan de establecer medidas que reviertan en lo posible la situacién y equilibren
expansién y renovacién urbana.

En todo caso, parece deseable que los procesos de regeneracién urbana
no se vean coartados por la infroduccién de trdmites innecesarios que produz-
can mayor complejidad. Subordinarlos al sistema de planificacién urbanistica
como regla general resulta absolutamente inadecuado y, sin duda, perjudicaria
su programacién y, a la postre, su viabilidad. Acierta por ello la L3R, como
las normas que la precedieron, al facultar y no obligar a que los programas,
planes y demds instrumentos ordenadores de la rehabilitacién de construccio-
nes y edificios, puedan contenerse en el planeamiento urbanistico habilitando
que puedan aprobarse también en forma independiente por el procedimiento
de aprobacién de las normas reglamentarias, sumamente mas dgil que los
procedimientos de aprobacién de planeamiento urbanistico. Es cierto que,
ocasionalmente, serdn necesarias modificaciones del planeamiento urbanistico,
de mayor o menor calado, para facilitar o hacer viables las intervenciones
sobre la edificacién existente y el proceso de regeneracién urbana. Es el caso
de la ocupacién de espacios libres o zonas verdes poblicas o privadas por la
edificacién para sustentar elementos comunes de los edificios rehabilitados,
los incrementos de edificabilidad para lograr nuevos aprovechamientos con
los que financiar la rehabilitacién, la reordenacién de zonas concretas del
espacio sujeto al proceso de regeneracién urbana para la consecucién de
nuevos espacios dotacionales. Frecuentemente bastardn modificaciones de las
normas urbanisticas para afrontar estos procesos, fundamentalmente porque
tradicionalmente han sido concebidas para la edificacién de nueva planta.
En el futuro las normas urbanisticas, el planeamiento en su conjunto, debieran
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incorporar la flexibilidad con la que instrumentos como el cédigo técnico de
edificacién contemplan la rehabilitacién. Y es que regeneracién urbana y
rehabilitacién tienen sustantividad propia y lo urbanistico debe considerarse
como elemento accesorio, junto a ofros, de la actuacién de regeneracién
urbana. La complejidad que estos procesos han de enfrentar exige la maxima
flexibilidad en la gestion.

Junto a la L3R, el PEV refuerza la idea de programacién y planificacién de
estas actuaciones. Ya al regular el contenido de los convenios de colaboracién
entre el Estado y las Comunidades Auténomas hace especial hincapié en la
planificacién estratégica del plan (art. 3 PEV) y, en relacién con las actuaciones
de regeneracién urbana establece criterios de asignacién preferente a favor
de actuaciones obligatorias impuestas por la Administracién competente para
actuar de manera integrada sobre &dmbitos obsoletos o degradados, que se
trate de actuaciones de regeneracién urbana integrada, entendiendo por tal,
la que alne propuestas de regeneracién social, econémica y ambiental del
ambito de que se trate, que la actuacién afecte a dmbitos incluidos en conjuntos
histéricos que gocen de la declaracién como tales, o tengan ya expediente
incoado al efecto, segun la legislacién aplicable y cuenten con un plan especial
de conservacién, proteccién, rehabilitacién, o figura similar establecida por
las Comunidades Auténomas y Ciudades de Ceuta y Melilla, y dispongan al
menos de la aprobacién inicial en el momento de la solicitud, que exista cofi-
nanciacién procedente de otras Administraciones Piblicas o que la propuesta
de actuacién incluya modalidades innovadoras de financiacién que garanticen
una mayor aportacién de fondos privados sin repercutir directamente sobre los
propietarios [art. 27.2 PEV].

IX. GE§TI6N DE LA REHABILITACION. LA CUESTIONABLE TRASLA-
CION DE LA LOGICA EQUIDISTRIBUTIVA

No queda en el dmbito de la planificacién o programacién el paralelismo
de la nueva regulacién de la rehabilitacién con lo urbanistico. También desde la
perspectiva de la gestién de las denominadas actuaciones de renovacién o rege-
neracién urbanas se utilizan las técnicas urbanisticas con las cuales se asimilan.
La normativa derogada por la L3R llegaba a identificarlas expresamente con las
actuaciones de fransformacién urbanistica, sean de dotacién o de urbanizacién
seguln sus caracteristicas (art. 110.2 LES, en relacién con el 14.1 TRLS2008). En
cambio, la L3R evita establecer tal asimilacién, eliminando su cardcter expreso,
de manera que serd conforme a los criterios establecidos en el art. 14.1 LS como
habrd de determinarse la naturaleza urbanistica de las actuaciones de mejora
del medio urbano reguladas en la L3R, que, a mi juicio, podrdn ser tanto de
urbanizacién [art. 14.1.0).2 LS] como edificatorias [art. 14.2.b) LS].
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La administracién podrd utilizar para gestionar la ejecucién de las actua-
ciones de rehabilitacién edificatoria y las de regeneracién y renovacién urbanas
«todas las modalidades de gestién directa e indirecta admitidas por la legis-
lacién de régimen juridico, de contratacién de las Administraciones publicas,
de régimen local y de ordenacién territorial y urbanistica» (art. 13.1 L3R). En
cualesquiera supuestos de iniciativa pdblica o en los de ejecucién subsidiaria
cabrd pues la gestidn directa o indirecta, si bien el art. 14.3 L3R regula espe-
cialmente ésta ltima imponiendo los concursos piblicos para la ejecucién de
estas actuaciones, en cuyas bases se «determinardn los criterios aplicables para
su adjudicacién y el porcentaje minimo de techo edificado que se atribuird a
los propietarios del inmueble objeto de la sustitucién forzosa, en régimen de
propiedad horizontal». En los concursos podrén presentar ofertas cualesquiera
personas fisicas o juridicas, interesadas en asumir la gestién de la actuacién,
incluyendo los propietarios que formen parte del correspondiente dmbito pre-
viamente constituidos en asociacién administrativa, sin que ostenten preferencia
alguna para la adjudicacién. No obstante, la adjudicacién si tendrd en cuenta,
con cardcter preferente, aquellas alternativas u ofertas que propongan términos
adecuadamente ventajosos para los propietarios afectados, salvo en el caso de
incumplimiento de la funcién social de la propiedad o de los plazos estableci-
dos para su ejecucién, tal como se regula en el articulo 9.2 LS, estableciendo
incentivos, atrayendo inversién y ofreciendo garantias o posibilidades de cola-
boracién con los mismos; y aquellas que produzcan un mayor beneficio para la
colectividad en su conjunto y propongan obras de eliminacién de las situaciones
de infravivienda, de cumplimiento del deber legal de conservacién, de garantia
de la accesibilidad universal, o de mejora de la eficiencia energética. En todo
caso, lo establecido en la L3R deberd integrarse con las normas urbanisticas
autonémicas que regulan la figura del agente edificador o rehabilitador.

Podrdn también suscribirse convenios de colaboracién entre las Administra-
ciones Piblicas y las entidades publicas adscritas o dependientes de las mismas,
que fengan como objeto, entre ofros, conceder la ejecucién a un Consorcio
previamente creado, o a una sociedad de capital mixto de duracién limitada,
o por tiempo indefinido, en la que las Administraciones Piblicas ostentardn la
participacién mayoritaria y ejercerdn, en todo caso, el control efectivo, o la
posicién decisiva en su funcionamiento (art. 14.3 in fine L3R).

La LES amplié las potestades de la administracién para dictar 6rdenes de
ejecucién (art. 111.1 LES). Asi, sin perjuicio de lo que establezca la norme-
tiva urbanistica, la administracién podia ordenar la realizacién de obras de
mejora para la calidad y sostenibilidad del medio urbano siempre que una
construccién o edificio quedase afectado por un programa, plan o cualquier
otro instrumento legal de rehabilitacién de viviendas y se refiriese a obras «que
sirvan para garantizar los derechos reconocidos por la ley a las personas,
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especialmente las que padezcan alguna discapacidad, o vengan impuestas
por normas legales sobrevenidas por razones de seguridad, adecuacién de
instalaciones y servicios minimos, reduccién de emisiones e inmisiones conta-
minantes de cualquier tipo y las necesarias para reducir los consumos de agua
y energia» (art. 111.1 LES). Podia igualmente la administracién imponer la
ejecucién subsidiaria en caso de incumplimiento de la obligacién de ejecutar
actuaciones de conservacién, mejora y regeneracién, directamente o aplicando
cualesquiera otras férmulas de reaccién administrativa a su eleccién, pudiendo
ampliarse en estos supuestos el alcance del deber de conservacién, si asi lo
establecia la normativa autonémica, hasta el setenta y cinco por ciento del
coste de reposicién de la construccién o el edificio correspondiente (art. 18.3
Real Decreto-ley 8/2011).

La L3R mantiene esta Gltima regla en el segundo pdrrafo del art. 9.2 LS
con idéntica remisién a la normativa autonémica. En cambio, respecto de
la primera cuestién, la L3R pudiera ampliar excesivamente la facultad de la
administracién de imponer actuaciones sobre el medio urbano mediante orden
de ejecucién al no distinguirlas en modo alguno de otras obras vinculadas al
deber de conservacién al modificar el art. 9.2 LS, que prevé que «la Admi-
nistracién competente podrd imponer en cualquier momento la realizacién de
obras para el cumplimiento del deber legal de conservacién, de conformidad
con la legislacién estatal y autonédmica aplicables». No obstante, a mi juicio,
en modo alguno puede inferpretarse la genérica previsién de la LS, especial-
mente atendiendo a la remisién a la legislacién aplicable, como un régimen de
excepcion respecto del previsto en la L3R. Y es que mal podrd dictarse orden
de ejecucién en relacién con actuaciones sobre el medio urbano si no se dan
los presupuestos legales para concretarlas y, entre ellos, especialmente, las
alteraciones de planeamiento, programas u ofros instrumentos de ordenacién
o los acuerdos administrativos de delimitacién de dmbitos de actuacién o
autorizacién de actuaciones aisladas previstos en el art. 10 L3R.

Conviene fener presente que la reciente regulacién de la rehabilitacién,
al tiempo que incide segin hemos visto sobre el régimen de la propiedad
horizontal para remover obstdculos que la practica habia puesto de manifiesto
favoreciendo la adopcién de acuerdos en esta materia, establece igualmente
la afeccién real directa, inmediata y con la misma preferencia y prioridad
que la afeccién al pago de cuotas de urbanizacién, de las fincas constitutivas
de elementos privativos de regimenes de propiedad horizontal o de complejo
inmobiliario, cualquiera que sea su propietario, al cumplimiento del deber de
costear las obras derivada de la conformidad o autorizacién administrativas
del proyecto técnico o, en su caso, la orden administrativa de ejecucién que
las ordene [art. 12.2 L3R o 10.2.¢) LPH]; un régimen especial de ocupacién
de los elementos comunes del edificio o el complejo inmobiliario privado por
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obras e instalaciones de rehabilitacién [art. 15.3.) L3R]; o la declaracién de
utilidad pdblica o interés social de la expropiacién de elementos privativos
para la ejecucién de estas actuaciones de rehabilitacién en determinadas
circunstancias [art. 15.3.g) L3R].

Asimismo, por Gltimo, desde la perspectiva urbanistica y patrimonial
pUblica se han introducido tres novedades relevantes. En primer lugar, cuando
la ejecucién de estas actuaciones requiera necesariamente la ocupacién de
las superficies de espacios libres o de dominio piblico para la instalacién de
servicios comunes que, siendo legalmente exigibles, estén previstos en planes,
programas o instrumentos de rehabilitacién y, en todo caso, el de ascensor, la
L3R, como la LES, declara tal circunstancia causa suficiente para su desclasi-
ficacién y, en su caso, desafectacién y enajenacién posterior a la comunidad
o agrupacién de comunidades de propietarios correspondiente, siempre que
resulte inviable técnica o econémicamente cualquier otra solucién y que quede
garantizado el respeto de la superficie minima y los estdndares exigidos para
espacios libres y dotaciones publicas, asi como la funcionalidad del dominio
pUblico, en los casos en que se trate de la ocupacién de cualquiera de los
espacios citados [art. 12.1.b) L3R]. En segundo lugar, la ocupacién de suelo
por las instalaciones del ascensor, tales como vestibulos, descansillos y acceso
a viviendas derivados de la instalacién, asi como del subsuelo y vuelo corres-
pondientes, objeto de la desclasificacién como espacio libre y, en su caso,
desafectacién del dominio poblico a la que se acaba de aludir, no serd compu-
table en ningln caso a efectos del volumen edificable ni de distancias minimas
a linderos, otras edificaciones o la via poblica (art. 10.3 L3R). En tercer lugar,
se regula con notable amplitud la posibilidad de pago obligatorio en especie
de los justiprecios expropiatorios pues «no serd preciso el consentimiento del
propietario para pagar el correspondiente justiprecio expropiatorio en especie,
cuando el mismo se efectie dentro del propio dmbito de gestién y dentro del
plazo temporal establecido para la terminacién de las obras correspondientes
[art. 13.2.a) L3R].

X. COORDINACION INTERADMINISTRATIVA Y CONVENIOS

Dejando al margen la regulacién de la colaboracién piblico-privada, a
la que me he referido anteriormente, presente tanto en la dispersa normativa
vigente actualmente como en L3R y el PEV, alguna mencién especifica conviene
realizar a la necesidad de coordinacién interadministrativa en las actuacio-
nes de rehabilitacién y regeneracién y renovacién urbanas y, en conexién
con ambas cuestiones, de los convenios entre administraciones, de éstas con
particulares o, en general, entre los sujetos gestores de las actuaciones objeto
del presente trabajo.
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La LES previé en este sentido que todas las administracién publicas deben
cooperar para asegurar la efectiva ejecucién de las actuaciones de renovacion
y rehabilitacién urbana, especialmente en lo relativo a la aplicacién coordi-
nada de las medidas, fondos, ayudas y beneficios, incluidos los procedentes
de fondos comunitarios, que resulten aplicables en funcién de los obijetivos
de la actuacién (art. 110.6 LES). Ciertamente, el cardcter integrado de tales
actuaciones y, consecuentemente, la implicacién de programas de diferen-
tes dmbitos sectoriales (social, econémico, empleo, urbanistico, edificatorio,
participacién, entre otros) hace que confluyan mdiltiples administraciones u
érganos, lo cual acentia la necesidad de coordinacién de acuerdo con una
programacién clara y concertada. Ademds, la propia situacién de concurrencia
competencial en este dmbito, muy acentuada y compleja, que permite actuar
a la administracién general del Estado, a la autonémica y a la municipal,
confirma tal necesidad.

Conforme a la L3R, y segin ratifica el PPEV, podrdn beneficiarse de la
colaboracién y la cooperacién econdémica de la Administracién General del
Estado, en cualquiera de las formas previstas legalmente y teniendo prioridad
en las ayudas estatales vigentes, las actuaciones con cobertura en los correspon-
dientes planes estatales que tengan por objeto la conservacién, rehabilitacién
edificatoria, regeneracién y renovacién urbanas segin las defina la normativa
estatal, la elaboracién y aprobacién de los instrumentos necesarios para la
ordenacién y la gestién de las actuaciones reguladas en la normativa estatal
y, en especial, de aquellos que tengan por finalidad actuar sobre &mbitos
urbanos degradados, desfavorecidos y vulnerables o que padezcan problemas
de naturaleza andloga que combinen variables econdmicas, ambientales y
sociales, y aquellas otras actuaciones que, con independencia de lo anterior,
tengan como objeto actuar en dmbitos de gestién aislada o conjunta, con la
finalidad de eliminar la infravivienda, garantizar la accesibilidad universal o
mejorar la eficiencia energética de los edificios (art. 18.1 L3R).

El ALRU preveia de manera razonable, dada la escasez de los recursos
econémicos disponibles como consecuencia del actual escenario de restriccio-
nes presupuestarias, que la Administracién General del Estado, para fomentar
la actividad econémica, la sostenibilidad ambiental y la cohesién social y terri-
torial, convocase, a iniciativa propia o de las Comunidades Auténomas o de los
municipios interesados, procedimientos mediante los cuales se asignasen fondos
con el objeto de seleccionar, en competencia y mediante criterios objetivos
y pUblicos, actuaciones conjuntas e integradas de rehabilitacién edificatoria,
regeneracién o renovacién urbanas en cuya ejecucién participard, aplicando
las politicas poblicas de su competencia, bajo la férmula cooperativa que se
estableciese al efecto con el resto de las Administraciones Piblicas implicadas
(art. 19.2. ALRU). Aun cuando dicha previsién ha desaparecido en la L3R, el
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PEV ha establecido un programa piloto especifico de proyectos para el fomento
de ciudades mds sostenibles cuyo obijeto es la financiacién de la redaccién de
proyectos piloto y de propuestas particularmente innovadoras que alimenten
el laboratorio de ideas en materia de rehabilitacién, regeneracién y renova-
cién urbana que serdn seleccionados mediante un procedimiento abierto y en
régimen de concurrencia competitiva, mediante las oportunas convocatorias
realizadas por el Ministerio de Fomento (art. 37.1 y 4 PEV y, en general, sobre
este programa piloto, arts. 37 a 40 PEV).

La LES regulé, muy sucintamente, los convenios para la rehabilitacién o
regeneracién urbana, admitiendo tanto los convenios interadministrativos, que
podian dar lugar a consorcios u otras entidades, incluidas empresas pdblicas,
gestoras, como, muy especialmente, los de dichas entidades con los propie-
tarios de edificios, pisos o locales, las comunidades de propietarios o las
agrupaciones de éstas. Estos convenios para la rehabilitacién y regeneracién
urbana podian tener por objeto «los términos y condiciones de su ejecuciény,
incluyendo «las ayudas piblicas previstas» (art. 110.5 LES). La L3R, de nuevo
proponiendo una sustancial mejora de la regulacién actual, se refiere a estos
convenios, manteniendo las mismas referencias subjetivas, acaso ampliadas
por una genérica remisién a todos los sujetos legitimados para intervenir en la
gestién de la rehabilitacién y la regeneracién y renovacién urbanas (arts. 17.1
y 19.1 L3R), y precisando notablemente su contenido (arts. 17 y 19.1 L3R).

Los convenios podrdn tener por objeto la organizacién de la gestién de la
ejecucién, que podrd revestir la forma de consorcio o de sociedad mercantil de
capital mixto, incluso con participacién privada minoritaria, el procedimiento
y la competencia para la determinacién del gestor directamente responsable
de la ejecucién cuando no la asuma directamente una de las Administraciones
actuantes o el consorcio o la sociedad constituidos al efecto y los términos y
las condiciones concretas, incluidas las ayudas e incentivos piblicos, de la
ordenacién y la ejecucién de la actuacién de que se trate, los cuales podran,
a su vez, ser concretados mediante acuerdos entre el gestor responsable de la
actuacién y cualesquiera de los sujetos intervinientes en la gestién (art. 19.1
L3R). Estos convenios tendrdn cardcter juridico-administrativo, correspondiendo
a la jurisdiccién contencioso-administrativa el conocimiento de cualesquiera
cuestiones relacionadas con ellos (art. 19.2 L3R).

Ademds, en el marco de dicha actividad consensual se incluye la posi-
bilidad de que los diferentes sujetos implicados en la gestién y ejecucién de
estas actuaciones celebren contratos de cesién, con facultad de arrendamiento
u otorgamiento de derecho de explotacién a terceros, de fincas urbanas o de
elementos de éstas por tiempo determinado a cambio del pago aplazado de
la parte del coste que corresponda abonar a los propietarios de las fincas;
contrato de permuta o cesién de terrenos y/o parte de la edificacién sujeta a
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rehabilitacién por determinada edificacién futura; contrato de arrendamiento o
cesién de uso de local, vivienda o cualquier otro elemento de un edificio por
plazo determinado a cambio de pago por el arrendatario o cesionario del pago
de impuestos, tasas, cuotas a la comunidad o agrupacién de comunidades de
propietarios o de la cooperativa, gastos de conservacién u obras de mejora
y regeneracién urbana; y convenio de explotacién conjunta del inmueble o
partes del mismo (art. 17 L3R).

XI. REFERENCIA A LA FISCALIDAD DE LA REHABILITACION. REMI-
SION

Un conjunto importante de medidas de fomento de rehabilitacién se han
centrado en su fiscalidad, concretamente en el impuesto sobre el valor afia-
dido y el impuesto sobre la renta de las personas fisicas, como expresién de
las implicaciones que para la normativa tributaria tiene el principio rector del
articulo 47 de la Constitucién (al respecto BUENO MALUENDA, 2010: 1-34, vy,
especialmente, el trabajo incluido en este nimero monogrdfico).

El Real Decreto-ley 6/2010 introdujo una deduccién en el impuesto sobre
la renta de las personas fisicas que, inicialmente limitada a contribuyentes cuya
base imponible fuese inferior a 53.007,20 euros anuales, se aplicaba sobre
el importe de las obras realizadas en la vivienda habitual o en el edificio en
que se encuentre, pagadas antes del 31 de diciembre de 2012, que tuviesen
por objeto la mejora de la eficiencia energética, la higiene, salud y proteccién
del medio ambiente, la utilizacién de energias renovables, la seguridad y la
estanqueidad, y en particular la sustitucién de las instalaciones de electricidad,
agua, gas u ofros suministros, o favorezcan la accesibilidad al edificio o las
viviendas, asi como las de instalacién de infraestructuras de telecomunicacién
que permitan el acceso a internet y a servicios de televisién digital (art. 1).
Posteriormente, el Real Decreto-ley 5/2011 modificé esta deduccién ampliando
el umbral de renta de los contribuyentes destinatarios hasta los 71.007,20 euros
anuales e incluyendo las obras realizadas en cualesquiera viviendas o edificios
en que se encuentren, habituales o no, en linea con lo solicitado por la CEOE
(2010: 9). En ambas normas, por lo demds, se impuso como criterio determi-
nante de la base de la deduccién para luchar contra la economia sumergida
en esfe subsector la exclusiva inclusién de las cantidades satisfechas mediante
tarjeta de crédito o débito, transferencia bancaria, cheque nominativo o ingreso
en cuentas en entidades de crédito, a las personas o entidades que realicen
tales obras, excluyendo las abonadas mediante entregas de dinero de curso
legal, admitiendo pues sélo medios de pago que, en definitiva, garanticen la
trazabilidad y efectividad del mismo. Tal previsién ha quedado superada por
la prohibicién de pago en metdlico establecida en los supuestos previstos en el
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articulo 7 de la Ley 7/2012, de 29 de octubre, de modificacién de la normativa
tributaria y presupuestaria y de adecuacién de la normativa financiera para la
infensificacién de las actuaciones en la prevencién y lucha contra el fraude.

El Real Decreto-ley 6/2010 introdujo también diversas modificaciones en
la regulacién de la rehabilitacién en el impuesto sobre el valor afiadido (y en
el impuesto general indirecto canario) ampliando el concepto de rehabilitacién
estructural, regulando las obras andlogas y complementarias, para reducir
los costes fiscales de la rehabilitacién, permitiendo ademds la aplicacién del
tipo reducido de gravamen a todo tipo de obras de mejora y rehabilitacién
de la vivienda realizadas hasta el 31 de diciembre de 2012 (arts. 2 y 3).
Actualmente, tras la reforma de la normativa del impuesto sobre el valor afia-
dido mediante Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio, de medidas para
garantizar la estabilidad presupuestaria y de fomento de la competitividad,
se mantiene el tipo reducido de gravamen en los supuestos previstos en el
articulo 91.2.10 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del impuesto sobre
el valor afiadido. Dicho precepto prevé la aplicacién del tipo reducido para
las ejecuciones de obra de renovacién y reparacién realizadas en edificios
o partes de los mismos destinados a viviendas, cuando el destinatario sea
persona fisica, no acte como empresario o profesional y utilice la vivienda a
que se refieren las obras para su uso particular, o cuando el destinatario sea
una comunidad de propietarios; la construccién o rehabilitacién de la vivienda
a que se refieren las obras haya concluido al menos dos afios antes del inicio
de estas Ultimas; y la persona que realice las obras no aporte materiales para
su ejecucidn o, en el caso de que los aporte, su coste no exceda del cuarenta
por ciento de la base imponible de la operacién.

Quizd, complementariamente, se echa de menos un régimen fiscal espe-
cifico del impuesto de sociedades para las sociedades inmobiliarias cuya
actividad mayoritaria sea la rehabilitacién de inmuebles, andlogo al que se
ha establecido recientemente para las sociedades de alquiler.
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